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Resumen: La modificación del concepto de terrorismo derivada de las últimas reformas pena-
les ha determinado la posible calificación como tales delitos de comportamientos que, en 
principio, carecen de la naturaleza y estructura de los mismos. Resulta preciso concretar un 
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posible concepto que responda a los elementos nucleares del mismo entre ellos la provoca-
ción de terror que debe presidir todas las acciones realizadas con las finalidades previstas en 
el art. 573 CP. Otra interpretación diversa puede llevar a la calificación de protestas violentas 
o desórdenes públicos como delitos de terrorismo. Lo que ha ocurrido en el caso de Tsunami 
Democràtic. Este trabajo se centra en el análisis de dicho concepto y en las posibilidades de 
interpretar las acciones realizadas por Tsunami Democràtic como delitos de terrorismo.

Palabras clave: Terrorismo, elemento teleológico, desórdenes públicos, Tsunami Democràtic.

Abstract: The change in the definition of terrorism resulting from recent criminal law reforms 
has led to behaviour which, in principle, lacks the nature and structure of such offences 
being classified as such. It is necessary to define a possible concept that captures its core 
elements, including the instilling of terror, which must underpin all actions carried out for 
the purposes set out in section 573 of the Criminal Code. A different interpretation could 
lead to violent protests or public disturbances being classified as terrorist offences. This is 
what has happened in the case of Tsunami Democràtic. This paper focuses on an analysis 
of this concept and on The Possibility Of Interpreting The Actions Carried Out By Tsunami 
Democràtic As Terrorist Offences.

Keywords: Terrorism, teleological element, public disorder, Tsunami Democràtic.

I. ¿Existe un concepto de terrorismo?

1. Parámetros de delimitación del concepto

Desde hace décadas el fenómeno del terrorismo y las connotaciones que el mismo implica han 
estado presentes de manera continuada en el mundo; y no sólo en las sociedades occidentales, sino 
en todas porque prácticamente no existe un país que no haya sido objeto de ataques terroristas o de 
amenazas terroristas. Eso sí, no todos respecto del mismo tipo de terrorismo; en unos casos se trató 
de terrorismo político (anarquistas o independentistas), en otros de terrorismo religioso1. Y, obvia-

1	 Señala Nuñez Castaño, «Tendencias político-criminales en materia de terrorismo tras la LO 2/2015, de 30 
de marzo: la implementación de la normativa europea e internacional», en Revista Penal, n.º, 37, 2016, 
p. 120, nota 42 que el terrorismo contemporáneo se puede analizar siguiendo cuatro oleadas terroristas, 
surgidas desde finales del siglo XIX hasta nuestros días: la denominada «oleada anarquista», aproximada-
mente sobre 1880, fundamentada en desafiar las convenciones morales para alcanzar la liberación de la 
humanidad, entendiendo el «terror» como el método más rápido y efectivo. Posteriormente, hacia 1920 
surge la «oleada anticolonial» que busca la lucha por la independencia, los ataques se centraron en la 
policía y fuerzas y cuerpos de seguridad de los estados con el sistema de «golpear y correr». En 1960, apa-
rece la «oleada de la nueva izquierda», y en su fundamento se mezcla el radicalismo con el nacionalismo 
generalmente independentista (es el caso de ETA, IRA, OLP, etc.). La cuarta oleada, que aparece en torno 
a 1979, es la «oleada religiosa»: se caracteriza por la enorme influencia de la religión: islamistas, sijs, Aun 
Shinrikiyo, etc. El modelo más evidente es Al Qaeda y Estado Islámico con una estructura terrorista com-
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mente, no responden en absoluto a los mismos parámetros de delimitación, de hecho, las dos últi-
mas oleadas mantienen entre sus características algunas que, en modo alguno, pueden identificarse 
en relación con el terrorismo anarquista, anticolonial o radical izquierdista e independentista: las 
acciones realizadas por quienes tienen en su base un componente religioso o fundamentalista «no 
se externaliza como una posible contribución del sujeto hacia la consecución de unas metas (sociales, 
políticas o ideológicas), sino en la obligación de los fieles creyentes de cumplir los mandatos religio-
sos de eliminar a los infieles y proclamar el único Estado de la fe»2. Si a ello le sumamos la tendencia 
innegable de operadores sociales, jurídicos e incluso del propio legislador de incorporar el término 
terrorismo a fenómenos que nada tienen que ver con el mismo, como terrorismo machista, terro-
rismo medioambiental, terrorismo vial, etc.3, la posible delimitación del concepto de terrorismo se 
complica todavía más.

Efectivamente, como se ha indicado, el término de terrorismo ya viene de antiguo, incluso con 
anterioridad a las mencionadas oleadas4, guardando relación directa con el Régimen del Terror que 
se implementó a finales del siglo XVIII durante la Revolución Francesa. Pudiera resultar llamativo que 
surgieran de manera prácticamente simultánea ese régimen cuya finalidad era provocar el terror y la 
Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano aprobada el 26 de agosto de 1789 por la 
Asamblea Nacional Constituyente Francesa; sin embargo, no lo es tanto si se atiende al momento 
histórico. Ese régimen del terror incluía la lucha política, económica y social encaminada a terminar 
con una Monarquía absoluta a través de la Revolución, precisamente para poder alcanzar la igual-
dad, legalidad y fraternidad y el reconocimiento de los derechos de los hombres y ciudadanos que, 
hasta ese momento, dependían de la voluble voluntad del monarca de turno. Sin embargo, la forma 
tan cruenta de llevar a cabo esa revolución y la eliminación del régimen anterior provocó un estado 
de terror no sólo en los estamentos elevados (nobleza y clero) sino también en buena parte de la 
sociedad, y, precisamente por ello, comenzó a identificarse ese régimen del terror o terrorismo con 
una forma determinada, que conllevaba violencia, para alcanzar determinadas metas o finalidades. 

A partir de entonces el fenómeno del terrorismo ha evolucionado de manera notable para con-
vertirse en un fenómeno cotidiano5, sin embargo, sigue tratándose de un concepto de difícil delimi-

pleja, de alcance global y de composición multiétnica, cuyo modelo deriva y se adecúa a la interpretación 
dogmática de los textos sagrados, y a la reinstauración del islam, que recurren a acciones realizadas en 
serie concatenadas en espacios muy concurridos, buscando tanto el mayor daño posible como el terror 
que se deriva de la indiscriminación del mismo. Pero la característica fundamental es la inclusión de un 
nuevo método de causar el terror que no era en absoluto útil en las primeras oleadas: los terroristas sui-
cidas. Y, en mi opinión, puede identificarse una quinta oleada, directamente heredera de la anterior con 
la que subsiste, y en la que se entremezclan las características de gran parte de los modelos previos, es 
decir, la reclamación de territorio, la ideología política, la identidad religiosa y, esencialmente, aspectos 
económicos (sería el caso de, por ejemplo, Hamás o Hezbolá, al menos en opinión de una gran parte de 
la clase política y los Estados)

2	 Nuñez Castaño, «Tendencias político-criminales en materia de terrorismo tras la LO 2/2015, de 30 de marzo…», 
cit., p. 120.

3	 Cancio Melia, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, Reus, 2010, pp. 22 y 23.
4	 Cfr. Nota 1.
5	 Así, Terradillos Basoco, Terrorismo y derecho, Madrid 1988, p. 13 afirma que «el terrorismo no es un fenómeno 

coyuntural, sino una forma de criminalidad incardinada en la cotidianeidad y concebida por el poder como 
un elemento patológicamente estructural, al que no conviene hacer frente con elementos transitorios».
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tación. Y, no sólo por las diferentes características que pueden predicarse respecto de cada «tipo» 
de terrorismo, sino porque, como señala Llobet Angli6, «además de la carga ideológica que con-
lleva, que es multidisciplinar, y, por ende, cada disciplina le da un alcance distinto». Incluso, desde la 
propia perspectiva jurídica, no existe un concepto acotado y concreto7, sino que, como se expon-
drá, tiene una clara tendencia a la expansión hacia comportamientos que nada guardan en común 
con el terrorismo stricto sensu. 

Ahora bien, en lo que sí parece apreciarse un consenso social es en considerar que el núcleo 
indiscutible del terrorismo es la «siembra del terror para el logro de determinados fines políticos»8; 
y, desde esa perspectiva la evolución del fenómeno se ha caracterizado permanentemente por la 
inclusión de dos aspectos esenciales: en primer lugar, las actuaciones violentas, y en segundo lugar 
la provocación de miedo o terror en la sociedad. Ese «terror» al que estamos haciendo referencia no 
debe, en nuestra opinión, identificarse exclusivamente con la sensación por parte de los ciudadanos 
o, incluso, de la sociedad en su conjunto de percibirse como posibles víctimas directas de compor-
tamientos violentos, sino, y casi de manera principal, en la potencialidad de que el sistema social o 
modo de vida que conocen y desean se vea eliminado o perturbado por este tipo de conductas.

En relación con este último aspecto, resulta innegable que muchas de esas acciones violentas 
que, en nuestra opinión, responden claramente al concepto estricto de terrorismo, han implicado 
históricamente cambios sociales radicales y relevantes. Por ejemplo, el atentado de Sarajevo en 1914 
al Archiduque Francisco Fernando, heredero del Imperio Austro Húngaro, sirvió de excusa para el 
comienzo de la I Guerra Mundial. O, incluso, ya en pleno siglo XXI, los hechos ocurridos el 11 de 
Septiembre de 2001 en EE. UU. supusieron un cambio radical del mundo tal y como lo conocíamos 
hasta ese momento9. Es innegable que ese día «cambió el mundo», y de pronto giramos 180.º de una 
sociedad del bienestar sustentada en la protección de los derechos fundamentales, a una sociedad 
de la seguridad, donde los propios ciudadanos reclamaban un mayor intervencionismo del Estado 
buscando que se garantizara una seguridad frente a los ataques indiscriminados y generalizados que 
se estaban produciendo esencialmente a consecuencia del terrorismo yihadista10.

No resulta extraño que, efectivamente se produjera esa reacción social, aunque quizás si pueda 
ser más criticable la respuesta estatal a la misma, porque la absoluta indiscriminación de los ataques 
que continuaron produciéndose a lo largo de la primera década del siglo XXI como los atentados 
de Madrid de 2004 y de Londres 2005, o los realizados en Asia y Africa, provocaron un absoluto 

6	 Llobet Angli, «Tsunami Democràtic: ¿Terrorismo?», en Revista General de Derecho Penal, n.º 43, 2025, p. 2.
7	 Gonzalez Cussac/Fernandez Hernandez, «Sobre el concepto jurídico penal de terrorismo», en Teoría y De-

recho: revista de pensamiento jurídico, n.º 3, 2008, pp. 37 y ss.
8	 Cfr. Manzanares Samaniego, «Reformas penales en materia de terrorismo», en Actualidad penal, n.º 48, 

2000, p. 1009.
9	 Nuñez Castaño, «El terrorismo en la era de la globalización: el delito de financiación del terrorismo ante 

el nuevo concepto de terrorismo», en Globalización y lucha contra las nuevas formas de criminalidad 
transnacional, Galán Muñoz/Mendoza Calderón (direct.), Tirant lo Blanch, Valencia 2019, p. 111.

10	 Galan Muñoz, «¿Leyes que matan ideas frente a las ideas que matan personas? Problemas de la nueva 
represión de los mecanismos de captación terrorista tras la retoma del Código penal por la LO 2/2015», 
en Cooperación judicial penal en la Unión Europea. Reflexiones sobre algunos aspectos de la investi-
gación y del enjuiciamiento en el espacio europeo de justicia penal, González Cano (direct.), Valencia, 
2015, pp. 110 y 111.
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clima de terror en la ciudadanía que implicó que la ONU dictase la Resolución 60/288 de 2006 en 
donde concibe al terrorismo «como una de las amenazas más graves para la paz y seguridad 
internacional». Afirmación que se ha ido confirmado a través de los años en los que las acciones 
terroristas han provocado un relevante clima de inseguridad en la sociedad11, aunque también es 
preciso señalar que desde hace ya dos o tres años la preocupación por el terrorismo ha ido disminu-
yendo paulatinamente. 

Independientemente de lo que se ha expuesto hasta el momento, lo cierto es que ese clima, o 
más concretamente, esa sensación de terror e inseguridad determinó una reacción en la sociedad: 
la reclamación de mayor seguridad, aunque ello implicara renunciar a ámbitos de libertad (concreta-
mente, a la libertad ambulatoria, libertad de expresión, la libertad ideológica, etc.) Con ello, se dio 
un primer paso relevante, abandonamos los postulados de una Sociedad Garantista de los Derechos 
de las Personas que asumía los potenciales riesgos y la inseguridad que podría derivarse de un res-
peto a los mismos, para adentrarnos de forma clara y evidente en la Sociedad de la Seguridad de la 
seguridad ciudadana12 en la que los ciudadanos aceptan e incluso reclaman un mayor intervencio-
nismo del Estado, que determine una mayor restricción y vulneración de sus derechos fundamenta-
les a cambio de una mayor seguridad, aceptando una flexibilización o anulación de los mismos a fin 
de obtenerla. 

Petición de intervencionismo que, indudablemente, obtuvo respuesta en las legislaciones de todos 
los países de nuestro entorno y en distintas resoluciones tanto de carácter nacional como internacional 
encaminadas a la erradicación de este fenómeno13. Los elementos nucleares comunes que pueden 
predicarse de todas ellas son, en esencia, dos: un desmesurado e injustificado adelantamiento de la 

11	 Por señalar los más relevantes atentados producidos en Europa puede recordarse los atentados de 2015 
en París contra el semanario Charlie Hebbo y la sala de fiestas Bataclán, en el mercadillo navideño de 
Berlín en 2016, el ataque en el Manchester Arena de Londres y los atentados de Barcelona y Cambrils en 
2017, los de Westminster (Londres) en 2018, los de París, Utrecht y Lyon en 2019, etc.

12	 Sobre los distintos aspectos de esa evolución, véase Diez Ripolles, «De la sociedad del riesgo a la seguridad 
ciudadana: un debate desenfocado», Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 07-01, 2005.

13	 Así, en el ámbito internacional se pueden señalar entre otras, las Resoluciones del Consejo de Seguridad 
de Naciones Unidas 1373, de 29 de septiembre, 1377, de 12 de noviembre, ambas de 2001, así como la 
Resolución 2178, de 24 de septiembre de 2014. En la Unión Europea podemos señalar la Decisión Marco 
2002/475/JAI del Consejo, de 11 de junio, modificada por la DM 2008/919/JAI, del Consejo, de 28 de 
noviembre y la Directiva 2017/541, del Parlamento europeo y del Consejo, de 15 de marzo de 2017. Ya 
dentro de la legislación nacional, las principales reformas en materia de terrorismo se produjeron por la LO 
5/2010, de 22 de junio que modificó estructuralmente los delitos de terrorismo, y la LO 2/2015, de 30 de 
marzo una de cuyas novedades más relevantes fue la incorporación de nuevas finalidades en relación con 
el terrorismo, lo que obviamente amplió desmesuradamente su campo de aplicación. Y, por último, la LO 
1/2019, de 20 de febrero. 
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intervención penal14 y una completa flexibilización de los derechos y garantías de los ciudadanos15, 
que encuentran «legitimación» en el terror y la inseguridad percibida por la sociedad. Y todo ello des-
emboca en una nueva concepción de sociedad en la que el eje central viene constituido por el miedo 
ante situaciones o fenómenos impredecibles e inesperados que se perciben como amenazas externas 
y ajenas a nuestro entorno y sociedad que puedan producir un cambio radical en nuestro sistema de 
vida que pudiera llevarse a cabo por amenazas externas. Y es aquí donde se deja atrás la Sociedad de 
la Seguridad ciudadana para adentrarnos por completo en la actual Sociedad del Miedo respecto de 
la cual el intervencionismo estatal implica una abierta vulneración o eliminación de derechos y garan-
tías fundamentales con una casi absoluta anuencia de los ciudadanos. Con ello, se altera de manera 
evidente la forma de interrelacionarse tanto de los ciudadanos entre sí como de estos con el Estado, de 
modo que aquello que en el siglo pasado constituían «la esencia propia de una sociedad democrática 
y basada en el respeto de los derechos fundamentales de las personas, de todas las personas, como el 
pluralismo, la tolerancia, el respeto de lo diferente, al discrepante, se convierten en esta ya conocida 
sociedad que se ha reimplantado en el siglo XXI, en obstáculos, en taras, en objetivos a eliminar para 
garantizar una tranquilidad y seguridad de la sociedad que no pueda verse afectada por potenciales 
amenazas, perturbaciones o intranquilidades que puedan proceder de aquellos que tienen conductas, 
formas de vida, opiniones o principios diferentes»16.

Sobre esta nueva realidad social, jurídica y jurídico penal pueden identificarse varios aspectos 
esenciales que guardan directa relación con las tendencias tanto legislativas como político crimi-
nales que pueden identificarse en la actualidad17: en primer lugar, una evidente confusión entre lo 
moral y lo jurídico lo que determina un retorno a un agudizado puritanismo propio de épocas pre-
téritas, y ello nos conduce al segundo de los aspectos directamente derivado de éste, la criminali-
zación de conductas que en esencia son exclusivamente merecedoras de un reproche social por 
«vulnerar» o «separarse» de la moral social generalizada, pero que consiguen provocar un senti-
miento de miedo respecto de la incidencia que pueda tener para el sistema social implementado. En 

14	 Como se expondrá, la intervención penal en este ámbito se adelanta hasta conductas que en nada guar-
dan relación con una posible afección de los teóricos bienes jurídicos protegidos por los delitos de te-
rrorismo sancionando comportamientos que, lejos de ser acciones terroristas, constituyen el ejercicio 
legítimo de derechos fundamentales, como la libertad de expresión (enaltecimiento o difusión de men-
sajes terroristas), libertad ambulatoria (viajes con finalidad terrorista) o ideológica (autoadoctrinamiento 
terrorista, entre otros supuestos). En relación con estos temas, Vid. Galan Muñoz, «¿Leyes que matan ideas 
frente a las ideas que matan personas?», passim; el mismo, «El enaltecimiento del terrorismo: ¿Un delito 
inconstitucional, incoherente e inútil, o simplemente incomprendido?», en Revista electrónica de ciencia 
penal y criminología, n.º 24, 2022, passim; Nuñez Castaño, Libertad de expresión y Derecho penal. La 
criminalización de los discursos extremos, Aranzadi, 2022, pp. 149 y ss.; la misma, «La sociedad del mie-
do y el discurso terrorista: Algunas consideraciones sobre el delito de difusión de mensajes o consignas 
terroristas», en Revista Penal, n.º 49, 2022, pp. 77 a 100.

15	 Nuñez Castaño, «Lineamientos de la regulación jurídico penal del terrorismo en tiempos convulsos: su aplica-
ción a los delitos de terrorismo», en Derecho Penal y Política Criminal en tiempos convulsos. Libro Homena-
je a la Profa. Dra. María Isabel Martínez González, Galán Muñoz/Mendoza Calderón (coords.), Valencia, 
2021, p. 370; Cancio Melia, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, cit., p. 17; Gil Gil, «La 
expansión de los delitos de terrorismo en España a través de la reinterpretación jurisprudencial del concepto 
«Organización Terrorista»», en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, LXVII, 2014, p. 108

16	 Nuñez Castaño, «La sociedad del miedo y el discurso terrorista», cit., p. 78.
17	 Aspectos puestos de relieve por Nuñez Castaño, «La sociedad del miedo y el discurso terrorista», cit., p. 79.
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resumen, todo aquello que se desvíe del marco establecido, de la moral social o del sentir general se 
ataca mediante la intolerancia, la criminalización y la judicialización.

Este fenómeno ha sido descrito de manera brillante por Paredes Castañón18 como pánico moral 
definiéndolo como un «un fenómeno social generalizado de miedo (emocionalmente cargado) a la 
amenaza constituida (supuestamente) por la conducta de ciertos sujetos desviados». Este pánico se 
convierte en el instrumento idóneo para centrar la atención de la sociedad en determinados com-
portamientos o en determinadas amenazas respondiendo a una estructura muy clara: se identifica 
una concreta situación o fenómeno que puede ser percibida como peligrosa para los ciudadanos 
o el sistema social, a continuación se identifican los sujetos que pueden llegar a provocarla (folks 
devils) y la consecuencia es la reacción intolerante de la sociedad reclamando al Estado un mayor 
control e intervención que garantice una mayor seguridad19.

La respuesta que el Estado da en esta situación es el recurso a la criminalización de comporta-
mientos y al Código Penal, concebido como un instrumento de control de sus ciudadanos que va a 
adelantar su intervención a ámbitos que se encuentran muy alejados de una potencial lesión de un 
bien jurídico, criminalizando todo aquello que directa o indirectamente tenga que ver con aquello 
que es motivo de preocupación y miedo. Y si un fenómeno responde claramente a todas estas carac-
terísticas es el caso del terrorismo20; con ello se logra que la sociedad reclame el recurso al Derecho 
penal como el fundamental instrumento de lucha para erradicar todo aquello que se percibe como 
peligroso, desde una acción violenta de terrorismo, hasta la manifestación de un pensamiento dis-
crepante o diferente del sentir general e incluso coincidente con los postulados del terrorismo. Se 
criminaliza a quien es o piensa diferente, no por lo que hace, sino por lo que es, por lo que piensa 
o por lo que dice, y así, se convierte al Estado en un Estado Policía que hurga en las redes sociales 

18	 Paredes Castañon, «Terrorismo y principio de intervención mínima: una propuesta de despenalización», en 
Terrorismo, Sistema Penal y Derechos Fundamentales, Alonso Rimo/Cuerda Arnau/ Fernandez Hernandez 
(direct.), Tirant lo Blanch, Valencia, 2018, p. 63.

19	 Señala Paredes Castañon, «Terrorismo y principio de intervención mínima», cit., p. 65, nota 2, siguiendo a 
Goode, E./Ben-Yehuda, N., Moral Panics. The Social Construction of Deviance, 2.ª ed., Wiley-Blackwell, 
Chichester, pp. 57-58, 129 ss., que la secuencia a través de la que se producen los pánicos morales sería 
la siguiente: «a) existencia de determinadas ansiedades sociales (ambiente social que lo propicia); 
b) existencia de un grupo de interés que lo promueve; c) los líderes sociales, detentadores del poder 
filtran el pánico, amplificándolo o reprimiéndolo; d) los medios son la herramienta con la que se cons-
truye el discurso del pánico moral (se pone el tema en la agenda): construyendo una «realidad» (falsa, 
pero) verosímil, lo suficientemente alejada de la experiencia inmediata del público como para poder 
ser creída, pero lo suficiente próxima a dicha experiencia para aprovechar sus ansiedades; e) el papel 
de la ciudadanía es el de la reacción populista: frente a los desviados (los —supuestos— responsables 
de la amenaza), y/o frente a la «élite» (que «no hace nada» para evitar el —supuesto— mal), o frente 
a los dos, porque tanto unos como otros pueden llegar a ser considerados los «verdaderos» responsa-
bles de la amenaza».

20	 Es precisamente esta concepción lo que permitirá la criminalización, por ejemplo, de lo que se ha denomi-
nado discurso terrorista, sancionando la emisión de determinados mensajes, consignas u opiniones que 
pudieran contribuir o favorecer la continuidad del terrorismo, Galan Muñoz, «El delito de enaltecimiento 
terrorista. ¿Instrumento de lucha contra el peligroso discurso del odio terrorista o mecanismo represor 
de repudiables mensajes de raperos, twitteros y titiriteros», en Estudios Penales y Criminológicos, vol. 
XXXVIII, 2018, pp. 251 y 252. 
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buscando comentarios o manifestaciones de pensamientos contrarias a lo que el Estado y la moral 
social creada mediante la intervención de los medios de comunicación social, consideran adecuado 
y correcto.

La cuestión en este punto, como señala Núñez Castaño21, radica en la respuesta a una pregunta: 
¿La «confrontación» entre seguridad y derechos y garantías fundamentales tiene como objeto rea-
firmar la seguridad o tiene como objeto «favorecer o facilitar» la tarea del Estado en orden a la pre-
vención, persecución y condena de determinados tipos de comportamientos claramente delictivos 
unos y altamente cuestionables otros? Resulta claro que la persecución de una seguridad absoluta es 
una utopía inalcanzable, y que siempre y en todo lugar existirán situaciones y comportamientos que 
pudieran hipotéticamente implicar un riesgo, mayor o menor, para los bienes jurídicos, por ello, la 
respuesta es inevitable, las reformas restrictivas de las garantías van encaminadas a facilitar y favore-
cer la tarea de los Estados y Gobiernos ante determinadas conductas que han decidido criminalizar. 
Es innegable que el derecho a la seguridad debe ser garantizado por los poderes públicos, pero 
ello no puede llevarse a cabo a costa de otros derechos fundamentales, y la función del Estado en 
un Estado de Derecho no radica en criminalizar todo aquello que se aparta de la normalidad o de lo 
políticamente correcto, todo aquello que es discrepante o diferente, sino precisamente en proteger 
esa pluralidad de perspectivas que es lo que constituye la esencia de una sociedad democrática. 

Con estas nuevas tendencias y planteamiento se está olvidando algo que puso de relieve Carbo-
nell Mateu «el legislador democrático no es libre para hacer uso —y abuso— del Derecho penal, sino 
que necesita fundamentar su decisión política de prohibir una conducta y amenazar su verificación 
con una pena»22 porque «el problema no es si la decisión política de prohibir ha de ceder ante un 
derecho fundamental que prevalece, sino si existe un derecho fundamental cuya necesidad de tutela 
justifica la decisión político criminal de prohibir»23.

No es, sin embargo, éste el camino seguido ni por nuestro ordenamiento jurídico ni por los de 
nuestro entorno, sino que, «llega a incriminar conductas que no pueden ser en sí mismas incrimina-
das, porque no constituyen ni lesión ni peligro para la libertad de otros y pueden limitarse a ser el 
ejercicio de un derecho fundamental»24. Lo que, en el ámbito del terrorismo, como señala Galán 
Muñoz25, implica que se haya «efectuado una notable ampliación y adelantamiento de las posibi-
lidades de intervenir penalmente frente a su posible realización». Ampliación que viene provocada 
en parte por una nueva definición del concepto de terrorismo que se deriva de las nuevas finalida-
des incorporadas al mismo en el art. 573 CP y, al mismo, tiempo, permite un adelantamiento de 
la intervención penal a momentos absolutamente alejados y desconectados de un hipotético bien 
jurídico. Se incorporan en consecuencia una amplísima gama de comportamientos y situaciones 
radicalmente diferentes entre sí y que sólo tienen en común el hecho de responder a alguna de las 
finalidades que se han incorporado con la reforma del 2015 y que, en relación el discurso terrorista, 

21	 Nuñez Castaño, «Lineamientos de la regulación jurídico penal del terrorismo», cit., p. 368. 
22	 Carbonell Mateu, «Crítica a los sentimientos como bien jurídico penal: el enaltecimiento del terrorismo y la 

humillación de las víctimas "más allá de la provocación y la injuria"», en Liber Amicorum, Estudios jurídicos 
en Homenaje al Prof. Dr. Dr. h.c. Juan María Terradillos Basoco, Valencia, 2018, p. 1414.

23	 Carbonell Mateu, «Crítica a los sentimientos como bien jurídico penal», ob. cit., p. 1416.
24	 Vives Anton «Garantías constitucionales y terrorismo», en Terrorismo, sistema penal y Derecho fundamen-

tales, Valencia, 2018, p. 30.
25	 Galan Muñoz, «El delito de enaltecimiento terrorista», cit., p. 247.
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comparten su naturaleza de disidencia o discrepancia respecto del discurso o concepción social 
generalizada26. Con ello se permite el castigo de cualquier tipo de manifestación que, como señala 
García Albero27 pueda «alentar o favorecer los delitos de terrorismo, aunque no suponga una incita-
ción directa a los mismos, ni siquiera apología en sentido estricto».

2. El concepto de ¿terrorismo?

Como señalamos el terrorismo es un concepto cotidiano pero que en ningún momento ha 
podido ser delimitado a pesar de numerosos intentos doctrinales para ello28. Probablemente, una 
de las razones que subyace en esta imposibilidad de consensuar un concepto de terrorismo válido 
desde el punto de vista jurídico se deriva precisamente de esa «cotidianeidad» a la que se ha hecho 
referencia en tanto que ha convertido el término en algo habitual no sólo en el ámbito jurídico, sino 
también en el político y el sociológico llevando la denominación a situaciones absolutamente hete-
rogéneas pero encaminadas a deslegitimar o criminalizar conductas y sujetos29. A ello se unen otras 
razones diversas como puede ser la ausencia de una legislación uniforme y armonizada al respecto, 
las diversas formas en las que se han ido manifestando las actividades terroristas, etc. Todo ello 
ha determinado una mayor incidencia de legislador en este ámbito, ampliando cada vez más las 
posibilidades de aplicación y las fronteras de estos delitos, hasta llegar a criminalizar la posesión 
o lectura de determinados textos, la difusión de consignas o la colaboración imprudente con una 
organización o autor terrorista30 de manera que se orienta a la prevención fáctica de este fenómeno, 
recurriendo para ello al cuestionable concepto de «derecho penal del enemigo», cuya esencia fun-
damental es inocuizar al discrepante o disidente.

Esta evidente expansión del fenómeno del terrorismo que se ha implementado en nuestra socie-
dad y en nuestra legislación obliga, en nuestra opinión, a la correlativa necesidad de concreción de 
su concepto y delimitación del fenómeno a fin de evitar que puedan incluirse dentro del mismo com-
portamiento o situaciones que en nada guardan relación con el fenómeno que estamos analizando. 

26	 Gomez Martin, «Notas para un concepto funcional de terrorismo», en La seguridad pública ante el Dere-
cho Penal, Mir Puig/Queralt Jiménez (direct.), Madrid, 2010, p. 59. 

27	 Garcia Albero, «La reforma de los delitos de terrorismo», en La reforma penal de 2010: análisis y comen-
tario, Quintero Olivares (direct.), 2010, p. 371; Bernal del Castillo, «Una visión crítica del nuevo delito de 
provocación al terrorismo del art. 579.1», en Revista de Derecho Penal, n.º 33, 2011, p. 70.

28	 Lamarca Perez, Tratamiento jurídico del Terrorismo, Madrid, Ministerio de Justicia, 1985, pp. 77 y ss.; la 
misma, «Sobre el concepto de terrorismo. A propósito del caso Amedo», en Anuario de Derecho Pe-
nal y Ciencias Penales, 1993, fasc. II, p. 535; Cancio Melia, Los delitos de terrorismo: estructura típica 
e injusto, cit., pp. 53 y ss.; González Cussac/Fernandez Hernandez, «Sobre el concepto jurídico-penal de 
terrorismo», cit., pp. 37 y ss.; Paredes Castañon, «El terrorista ante el Derecho penal: por una política cri-
minal intercultural», Nuevo Foro Penal, vol. 6, n.º 74, 2010, pp. 100 y ss.; Llobet Angli, Derecho penal del 
terrorismo. Límites de su punición en un estado democrático, Madrid, La Ley, 2010, pp. 29 y ss.; Nuñez 
Castaño, Los delitos de colaboración con organizaciones y grupos terroristas. Sobre el sentido de las 
reformas penales en materia de terrorismo, Valencia, Tirant lo Blanch, 2013, pp. 69 y ss.

29	 Nuñez Castaño. Los delitos de colaboración con organizaciones y grupos terroristas, cit., pp. 70 y 71.
30	 Cancio Melia, «El concepto jurídico penal del terrorismo entre la negación y la resignación», en Terrorismo, 

Sistema penal y Derecho fundamentales, Alonso Rimo/Cuerda Arnau/Fernández Hernández (direct.), 
2018, p. 96.
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Y esta confusión no es una mera formulación teórica e hipotética, sino que se está produciendo en 
la actualidad31. Es innegable la existencia de comportamientos que responderán perfectamente a 
un claro concepto de terrorismo, reuniendo, de hecho, todas las características que pudieran predi-
carse del mismo (las acciones llevadas a cabo por ETA, GRAPO, Estado islámico, etc.) en tanto que 
son organizaciones o grupos criminales cuya principal finalidad es generar el terror. Ahora bien, si 
detenemos en ese punto la delimitación del concepto del terrorismo, también resulta incuestionable 
que otros fenómenos como bandas juveniles (Latin Kings, Trinitarios, Ñetas, etc.) o la mafia o el nar-
cotráfico también responderían a este escenario de grupos u organizaciones ajenas al ordenamiento 
jurídico, con finalidades ilícitas y comportamientos violentos32 pero que, al menos en nuestra opi-
nión, no reúnen la esencia propia del fenómeno del terrorismo, aunque evidentemente sí de la crimi-
nalidad organizada. Pero incluso podría llegarse aún más lejos, y si, atendiendo como se expondrá 
a la ampliación de elemento teleológico del terrorismo, prescindiéramos también del requisito del 
terror, podría aplicarse a meras protestas o desórdenes públicos que en nada se compadecen con 
lo que tradicionalmente se ha venido entendiendo como terrorismo (chalecos amarillos, huelgas 
con cortes de circulación, Plataforma Anti-desahucios, Comités de Defensa de la República, Tsunami 
Democràtic, etc.)33.

En consecuencia, a fin de poder delimitar adecuadamente el fenómeno, es preciso identificar 
sus aspectos y requisitos nucleares, y, a través de esta concreción, establecer la legitimidad o no de 
muchos de los comportamientos que se han incluido dentro de su entorno, como sería el caso de 
Tsunami Democràtic, al que nos referiremos con posterioridad. 

Resulta difícil y complejo identificar un concepto global y unánime de terrorismo, como se ha 
expuesto, pero lo cierto es que hay un aspecto en relación con el cual puede apreciarse un impor-
tante consenso doctrinal y que debidamente interpretado podría ayudar a restringir los compor-
tamientos que pudieran identificarse con el mismo: la finalidad de llevar a cabo comportamientos 
encaminados a provocar terror, de modo tradicional mediante la subversión del orden constitucio-
nal o la alteración de la paz pública. El hecho de considerar que el elemento central del terrorismo 
debe ser la finalidad perseguida y concretamente la finalidad de causar terror conlleva que pueda 
considerarse que nos encontramos ante un concepto funcional de terrorismo34, que se configuraba 
como estrategia de comunicación35. Así, el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española 
define el terrorismo como «dominación por el terror a través de la ejecución de actos de violencia 
dirigidas a tal fin», de igual modo, la Resolución de Naciones Unidas 49/60 de 9 de diciembre de 

31	 Sobre esta innegable expansión, Cfr. Llobet Angli, «Tsunami Democràtic: ¿Terrorismo?», cit., p. 5. Ya 
previamente, Cancio Melia, «Delitos de terrorismo», en Memento práctico Lefebvre, Molina Fernández 
(coord.), Madrid, 2023, p. 2131; López López, Problemas dogmáticos de los delitos de terrorismo, Valen-
cia, Tirant lo Blanch, 2023, pp. 182 y ss.; Javato Martin, «Rebelión y terrorismo. A propósito de las accio-
nes de Tsunami Democràtic y los CDR vinculados al procés», en La represión y persecución penal del 
discurso terrorista, Galán Muñoz/Gómez Rivero (direct.), Tirant lo Blanch, Valencia, 2022, p. 424; Nuñez 
Castaño, «La sociedad del miedo y el discurso terrorista», cit., pp. 87 y ss.

32	 Llobet Angli, «Tsunami Democràtic: ¿Terrorismo?», cit., pp. 5 y 6.
33	 Llobet Angli, «Tsunami Democràtic: ¿Terrorismo?», cit., pp. 6 y 7; Nuñez Castaño, «Lineamientos de la regu-

lación jurídico penal del terrorismo», cit., pp. 379 y ss.
34	 Nuñez Castaño, Los delitos de colaboración con organizaciones y grupos terroristas, Tirant lo Blanch, 

Valencia, 2013, p. 72.
35	 Cancio Melia, «El concepto jurídico penal de terrorismo», cit., p. 118.
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1994 que define el terrorismo como «actos criminales con fines políticos concebidos o planeados 
para provocar un estado de terror en la población en general, en un grupo de personas o en per-
sonas determinadas» y las SSTC 199/1987, de 16 de diciembre y 89/1993, de 12 de marzo que 
definen el terrorismo como «…violencia social y política organizada,…que se manifiesta…como 
una actividad propia de organizaciones o de grupo, de bandas,…» y cuyo propósito o efecto es «…
difundir una situación de alarma o inseguridad social, como consecuencia del carácter sistemático, 
reiterado,…indiscriminado, de esa actividad…», lo que conlleva «…un desafío a la esencia misma del 
Estado democrático». Ese elemento central, esa inseguridad y alarma que desemboca en la inten-
ción de provocar terror en la población es el pilar sobre el que se sustentaban fundamentalmente los 
delitos de terrorismo36.

Sobre la base de esa concreta finalidad entendida como núcleo de todos los comportamientos 
que pudieran ser considerados como delitos de terrorismo, la doctrina ha ido aportando distintas 
definiciones de lo que debe entenderse por el mismo, y así Cancio Melia37 consideraba que «…la 
noción nuclear /básica de terrorismo … viene constituida por tres elementos: terroristas son las orga-
nizaciones que, utilizando medios de intimidación masiva, tienen como finalidad colectiva la de sub-
vertir el orden constitucional». En sentido similar se pronunciaba Asua Batarrita38 afirmando que es 
terrorismo los atentados a bienes jurídicos básicos para obtener el fin de atemorizar o intimidar a la 
población o parte de ella, y a los poderes públicos, con la finalidad de causar una grave alteración 
de la paz pública…y subvertir el orden constitucional que por su entidad o por las circunstancias en 
que se realiza, sea reconocible la pretensión de incidir o alterar procesos políticos o de decisión ins-
titucional, y Campo Moreno39 quien lo configura como la violencia social o política dirigida a destruir 
el orden democrático constitucional. 

Estas diversas concepciones que la doctrina ha ido aportando en relación con el terrorismo ponen 
de manifiesto un segundo elemento vertebrador de las mismas: el empleo de la violencia como 
como principal o único medio de comunicación o de expresión de los objetivos que se persiguen. 
De este modo, la unión entre los medios violentos y la concreta finalidad perseguida, concebida 
como finalidad política (subvertir el orden constitucional) o de terror (alterar la paz pública aterrori-
zando a la población) serían el substrato principal de cualquier posible concepto de terrorismo que 

36	 Así, el Tribunal Supremo en su Sentencia 2/1997, de 29 de noviembre definía el terrorismo como «una 
actividad planificada que, individualmente o con la cobertura de una organización, con reiteración o 
aisladamente, y a través de la utilización de medios o la realización de actos destinados a crear una 
situación de grave inseguridad, temor social o alteración de la paz pública, tiene por finalidad sub-
vertir total o parcialmente el orden político constituido». De igual modo, la STS de 21/05/2002 afirma 
que «la actividad delictiva de ETA tiene por finalidad obtener la independencia de Euskadi, no como 
opción ideológica, que…puede tener cabida en el…pluralismo político que es uno de los valores supe-
riores de nuestro ordenamiento jurídico, sino como imposición de una opción que excluye a las demás y 
busca el exterminio del pluralismo ideológico mediante los más graves actos de aterrorización social».

37	 Cancio Melia, «El concepto jurídico penal de terrorismo», cit., p. 111; Gómez Martin, «Notas para un con-
cepto funcional de terrorismo», cit, pp. 59 y ss.; Gil Gil, «La expansión de los delitos de terrorismo en 
España», cit., pp. 114 y 115; 

38	 Asua Batarrita, «Concepto jurídico de terrorismo y elementos subjetivos de finalidad. Fines políticos últi-
mos y fines de terror instrumental, en Estudios Jurídicos en memoria de José María Lidón, Echano Basal-
dua (coord.), Universidad de Deusto, 2002, pp. 41 y ss. 

39	 Campo Moreno, Represión penal del terrorismo. Una visión jurisprudencial, Valencia 1997, p. 25.
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pueda entenderse adecuado a la verdadera naturaleza de este fenómeno. Ahora bien, no pueden 
entenderse por separado, por el contrario es el elemento teleológico (la concreta finalidad perse-
guida la que constituye el plus de desvalor necesario para transformar un delito común realizado por 
medios violentos (un homicidio, por ejemplo) en un delito de terrorismo40; pero, de igual modo, la 
finalidad perseguida tampoco podría entenderse como terrorismo si no es a través del empleo de 
medios violentos41, dado que es lo que en sí mismo convierte en ilícitos los fines perseguidos. Dicho 
de otro modo, no es ilícito, y, por tanto, no es delictivo, defender la independencia de una parte del 
territorio nacional, pero si lo sería si esta defensa se llevara a cabo mediante medios ilegales, por 
ejemplo y esencialmente violentos. Eso sí, unido todo ello a un tercer eje: la potencialidad de causar 
terror en la población que, generalmente, viene provocado por la indiscriminación de los compor-
tamientos y la generalización del sentimiento de poder ser posibles víctimas de delitos graves. En 
consecuencia, no cualquier conducta llevada a cabo de forma violenta (desórdenes públicos, por 
ejemplo) encaminada a modificar o subvertir el orden constitucional establecido sería idónea para 
ocasionar terror en la población y, en consecuencia, poder ser calificada como delito de terrorismo. 
O, al menos, no debiera serlo.

En nuestra opinión, debería atenderse a tres extremos esenciales para poder considerar que nos 
encontramos en presencia de delitos de terrorismo: el empleo de medios violentos, la concurrencia 
de una de las finalidades contenidas en la regulación penal, y la finalidad específica de que las con-
ductas llevadas a cabo vayan encaminadas a causar terror en la población. Si se prescinde de alguno 
de ellos, podría implicar un grave e importante peligro para los derechos y libertades fundamentales 
porque provocaría que «el espacio de la excepcionalidad represiva deja de ser terrorismo como tal 
y se extiende tanto al mero terrorismo "de opinión" (los simpatizantes) como a la pura criminalidad 
común»42, de manera que se estarían desnaturalizando los actos terroristas frente a otras formas de 
delincuencia, generando una grave falta de seguridad jurídica al extender las restricciones o suspen-
siones de derechos fundamentales a los no terroristas. 

En definitiva, la combinación de los aspectos mencionados y su realización de un modo reiterado 
e indiscriminado como modo de comunicación nos lleva al concepto funcional de terrorismo como 
criminalidad violenta y organizada idóneas para producir terror y alterar la paz pública a fin de alcan-
zar determinados fines u objetivos con un plus de desvalor consistente en la creación de alarma o 
miedo colectivo que altera la convivencia y el ejercicio de los derechos fundamentales amenazando 
la seguridad de la sociedad. 

A estos elementos, tradicionalmente se había unido uno más, como es el elemento estructural, 
esto es, la existencia de una organización criminal que le dé cobertura y proporcione los medios 

40	 Señala Arroyo Zapatero, «Terrorismo y sistema penal», en Reforma política y derecho, Ministerio de Jus-
ticia, 1985, p. 163 que «sólo la finalidad política…acompañada de los medios violentos, que han de 
ser objetivamente idóneas para alcanzarla…permite identificar al objeto merecedor de una política 
jurídica de especial severidad».

41	 Llobet Angli, Derecho penal del terrorismo, cit., p. 163; Campo Moreno, Comentarios a la reforma del 
Código penal, cit., p. 41 señala que «el elemento intencional se erige en nucleador del concepto, de tal 
modo que atraerá la calificación de terrorista para hechos, aunque se cometan de manera individual 
y esporádica, siempre que se ejecuten con cualquiera de las finalidades previstas en el precepto».

42	 Arroyo Zapatero, ibídem.
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necesarios a los individuos que la componen para la realización de su actividad43 dado que es la 
organización la que posee el potencial necesario para realizar los actos violentos de forma organi-
zada de un modo reiterado e indiscriminado permitiendo la comisión continuada de delitos y así 
crear un clima de terror social con un sentimiento de estabilidad que le dota de coherencia para con-
seguir sus fines políticos; sin embargo, actualmente, tras las diversas reformas llevadas a cabo por 
las LLOO 5/2010 y 2/2015 en el Código penal, la necesidad de la concurrencia de este elemento 
estructural resulta cuanto menos cuestionable, si bien es difícilmente imaginable la posibilidad de 
causar ese clima de terror social orientado a una concreta finalidad sin que el sujeto individual actúe 
al menos amparado por la cobertura de una organización o grupo estructurado44. En definitiva, la 
delincuencia terrorista posee características propias de una delincuencia violenta y de carácter orga-
nizado, sin embargo, se diferenciará claramente de otras delincuencias violentas y organizadas, en 
el elemento teleológico o la finalidad política o finalidad de subvertir el orden constitucional o alterar 
gravemente la paz pública45. 

Sobre la base de todo ello, tradicionalmente y en nuestra opinión acertadamente, en los delitos 
de terrorismo podían apreciarse dos ejes esenciales46: uno de carácter objetivo, que es su ele-
mento estructural, que tras la reforma de la L.O. 5/2010, se concretó en la organización o grupo 
terrorista, aunque la reforma operada por la L.O.2/2015, relativiza su trascendencia al permitir la 
concurrencia de terrorismo individual; otro de carácter subjetivo, consistente en cometer el delito 
con una determinada finalidad que tradicionalmente se identificaba con una finalidad política con-
sistente en subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública encaminados todos 
ellos a provocar terror en la población. Dicho de otro modo: medios violentos, elemento estructural 
y elemento teleológico concretado en una finalidad de subvertir el orden constitucional o alterar la 
paz pública causando terror47. 

43	 Asua Batarrita, «El discurso del enemigo y su infiltración en el Derecho Penal. Delitos de terrorismo, finali-
dades terrorista y conductas periféricas», en Derecho Penal del enemigo. Discurso penal de la exclusión, 
vol. I, Cancio Meliá/Gómez Jara Diez, Madrid, 2006, p. 260 afirma que «la estructura organizada esta-
ble es la que dota de verosimilitud a la amenaza de reiteración de los delitos».

44	 Señalaba Lamarca Perez, «Sobre el concepto de terrorismo. A propósito del caso Amedo», cit., p. 536, que 
«la noción de terrorismo que podemos considerar válida a los efectos de nuestro ordenamiento jurídi-
co, gira en torno a la existencia de dos elementos fundamentales y esenciales: el elemento estructural 
y el teleológico, o lo que es lo mismo, la organización armada y el fin o resultado político, con lo que 
la violencia política sería sinónimo de delincuencia terrorista. Estos dos elementos nos van a permitir 
deslindar y diferenciar esta figura de otras conductas delictivas; así lo va a diferenciar de la violencia 
organizada que no persigue fines ni alcanza resultados políticos; o de aquellas otras con indudable 
finalidad política que utilizan una violencia espontánea o no organizada y que son un ejercicio extra-
limitado de derechos fundamentales; o de la simple disidencia política, que aun situándose al margen 
de las reglas institucionales de participación, no conllevan reacción penal por su forma pacífica de 
realización»..

45	 Por ello, señala Terradillos Basoco, Terrorismo y Derecho, cit., p. 55.
46	 Cerrada Moreno, El terrorismo. Concepto jurídico, J.M. Bosch, 2018, pp. 277 y ss.
47	 Fernández Hernández, «¿Terrorismo amnistiable?», en Revista General de Derecho Penal, n.º 41, 2024, 

p. 20 señala tres elementos: la comisión de delitos comunes, que se realizaran desde organizaciones o 
grupos y la finalidad de subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública.
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Sin embargo, esta configuración que tradicionalmente se había predicado respecto del con-
cepto de terrorismo a fin de poder acotar los comportamientos que, efectivamente, respondían a 
esta naturaleza y diferenciarlos de aquellos que concurriendo alguno de los elementos, sin embargo 
faltaban otros (como podrían ser los desórdenes públicos en manifestaciones proindependencia, 
por ejemplo), sufre un cambio radical a raíz de la entrada en vigor de la reforma operada por la L.O. 
2/2015, de 30 de marzo. Efectivamente, esta reforma incorpora como conductas terroristas actos 
en los que faltan alguno de los elementos indicados. Así, se elimina la exigencia del tradicional ele-
mento estructural, permitiendo con ello la posibilidad de la comisión de actos terroristas por indi-
viduos aislados48; a nuestro juicio, siendo cierta la desaparición de la regulación penal contenida 
en los arts. 573 y ss. respecto de un componente organizativo como eje central de estos delitos, la 
realidad es que «una de las características principales de dicha naturaleza es que, aun siendo come-
tidas por autores individuales, parten de un contexto colectivo»49, donde la diferencia radica en la 
forma de interrelacionarse o conectarse los autores con el grupo50. En segundo lugar se regulan 
comportamientos respecto de los que no se exige el empleo de medios violentos ni puede apre-
ciarse la exigencia de la finalidad específica de causar terror, por ejemplo, los viajes con finalidad 
terrorista, el autoadoctrinamiento, o el enaltecimiento o difusión de consignas terroristas51; y, en 
tercer lugar, y quizás el aspecto con mayor trascendencia para una expansión del concepto de terro-
rismo, la ampliación de las finalidades que definirían los delitos de terrorismo y que ya no quedarían 
limitadas a las tradicionales de subvertir el orden constitucional o alterar la paz pública, ocasionando 
terror, sino que se incorporan otras como suprimir o desestabilizar gravemente el funcionamiento de 
las instituciones políticas o de las estructuras económicas o sociales del Estado, obligar a los poderes 
públicos a realizar un acto o abstenerse de hacerlo, desestabilizar gravemente el funcionamiento 
de una organización internacional o provocar un estado de terror en la población o en una parte de 
ella. Reforma que procede de las exigencias internacionales, principalmente las Decisiones Marco 

48	 Señala Campo Moreno, Comentarios a la reforma del Código Penal en materia de terrorismo; la LO 
2/2015, Valencia, 2015, p. 41 que «ya no es precisa ninguna plataforma operativa de terrorismo»; 
Colomer Bea, «La incriminación del terrorismo individual en la reforma penal de 2015. ¿violencia política 
organizada?», en Terrorismo, Sistema penal y Derechos fundamentales, Alonso Rimo/Cuerda Arnau/
Fernández Hernández (direct.), 2018, p. 145.

49	 Aviles Hernández, El terrorismo y su marco regulatorio actual: entre la indefinición y la sobrerregulación, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2025, p. 322; Cancio Melia, Los delitos de terrorismo, cit., p. 85. 

50	 Así la STS n.º 503/2008, de 17 de julio (RJ\2008\5159) sostiene en su Fundamento de Derecho Preli-
minar, apartado 5.º que puede aparecer «en ocasiones como una fuente de inspiración ideológica (…) 
orientada a servir de fundamento y justificación a las acciones terroristas, acompañada de la consti-
tución de grupos, organizaciones o bandas de menor tamaño, vinculadas con aquella y orientadas a 
hacer efectiva la difusión de ideas, a la captación de nuevos miembros, al adoctrinamiento, auxilio y 
distribución de los ya captados, a la obtención de medios materiales, a la financiación propiamente 
dicha, a la ejecución directa de actos terroristas o a la ayuda a quienes los han perpetrado o se pre-
paran para hacerlo, o bien a otras posibles actividades relacionadas con sus finalidades globales. 
Tales grupos, bandas u organizaciones, reciben generalmente su inspiración y orientación de la fuente 
central». Situación que perfectamente puede predicarse también respecto de individuos concretos que, 
sin estar directamente organizados o involucrados en una organización terrorista, sin embargo, están co-
nectados con la estructura, apoyo o ideología de la misma en la cual encuentran su base y fundamento.

51	 Quizás pudieran entenderse como meros actos preparatorios de futuros delitos de terrorismo pero com-
plemente desconectados de una potencial lesión del bien jurídico protegido por los mismos,
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2002/475/JAI y 2008/919/JAI y la Resolución 2178 de Naciones Unidas52, sin embargo lo cierto 
es que la expansión que ello representa respecto del fenómeno del terrorismo implicará no sólo la 
consideración (o al menos la posibilidad de ello) como delitos de terrorismo de conductas que en 
nada guardan relación con los mismos, sino también afectará a las instituciones básicas del Derecho 
penal, pues, como afirma Cancio Meliá53 «es completamente ajena a las reglas generales que rigen 
el Derecho penal español, ya que se suspenden para este sector de infracciones todos los elementos 
básicos que definen los actos preparatorios y la tentativa, la distinción entre autoría y participación y 
la imputación subjetiva»54.

En resumen, tras las sucesivas reformas realizadas en materia de terrorismo, esencialmente las 
LLOO 5/2010 de 22 de junio, 2/2015 de 30 de marzo, 1/2019 de 20 de febrero y 14/2022 de 30 
de marzo el concepto de terrorismo que actualmente se deriva de la regulación penal, en poco se 
parece al que tradicionalmente se había sostenido55 permitiendo la ampliación de su ámbito de apli-
cación de manera importante, principalmente por la ampliación de conductas y por el incremento 
de finalidades previstas en el art. 573 CP. De esta manera el Código penal define el terrorismo de 
forma muy amplia siendo preciso, como indica Llobet Angli56, realizar algunas precisiones:

1. Se consideran delitos de terrorismo una serie de delitos comunes que se encuentran especifi-
cados a lo largo de los distintos preceptos y que han ido siendo incluidos en virtud de las sucesivas 
reformas, así delitos graves contra la vida o la integridad física, la libertad, la integridad moral, la 
libertad e indemnidad sexuales, el patrimonio, los recursos naturales o el medio ambiente, la salud 

52	 Fernández Hernández, «¿Terrorismo amnistiable?», cit., p. 23; Gorriz Royo, «Contraterrorismo emergente a 
raíz de la reforma penal de la LO 1/2019, de 20 de febrero y de la Directiva 2017/541/UE: ¿europeización 
del Derecho penal del enemigo?», en Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 22-01, 2020, 
pp. 1 a 55.

53	 Cancio Melia, «El concepto jurídico penal de terrorismo», ob. cit., pp. 121 y 122; Puente Rodríguez, «El nue-
vo delito de autoadoctrinamiento terrorista», en Diario La Ley, n.º 8967, 25 de abril de 2017, pp. 2 y ss.

54	 Y, efectivamente, se sancionan como delitos de terrorismo conductas periféricas a los delitos comunes 
agravados o de organización como pueden ser el autoadiestramiento o autoadoctrinamiento que incluye 
la posesión o lectura de textos físico u on line relacionados con delitos de terrorismo si resultan idóneos 
para incitar a incorporarse a una organización terrorista o a colaborar con ella (art. 575 CP), el enalteci-
miento o justificación de delitos terroristas o de sus autores o la realización de actos que entrañen des-
crédito, menosprecio o humillación a las víctimas de delitos de terrorismo (art. 578 CP) o la difusión de 
mensajes o consignas que tengan como finalidad o por su contenido sean idóneos para incitar a otros a la 
comisión de delitos de terrorismo (art. 579 CP), entre otros.

55	 Esta tendencia a cambiar radicalmente la concepción de terrorismo que se había tenido hasta ese momen-
to ya se puso de manifiesto en diversas Sentencias del Tribunal Supremo como la STS n.º 338/2015, de 2 
de junio (RJ\2016\6668), Caso Herriko tabernas, donde en su Fundamento de Derecho Tercero afirma 
que «el terrorismo no es, ni puede ser, un fenómeno estático sino que se amplía y diversifica de manera 
paulatina y constante, en un amplio abanico de actividades, por lo que el legislador penal democráti-
co en la respuesta obligada a este fenómeno complejo ha de ir ampliando también el espacio penal de 
los comportamientos que objetivamente han de ser considerados terroristas y la propia jurisprudencia 
ha de seguir esta evolución y acomodarse en su interpretación a esta realidad social del tiempo en que 
aquellos preceptos penales han de ser aplicados»; en el mismo sentido, STS n.º 480/2009, de 22 de 
mayo (RJ\2010\662), Caso Ekin-Kas-Xaki.

56	 Llobet Angli, «Tsunami Democràtic: ¿Terrorismo?», cit., pp. 4 y 5.
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pública, de riesgo catastrófico, incendio, de falsedad documental, contra la Corona, de atentado 
y tenencia, tráfico y depósito de armas, municiones o explosivos, apoderamiento de aeronaves, 
buques u otros medios de transporte colectivo o de mercancías (art. 573.1 CP), delitos informáticos 
de los arts. 197 bis y ter y 264 a 264 quater (art. 573.2 CP), desórdenes públicos del art. 557.2 y 3 y 
rebelión (art. 573 bis 4 CP)57. Como puede apreciarse se le da la calificación de delitos de terrorismo 
a comportamientos de la más variada naturaleza, que nada tienen que ver entre sí, respecto de los 
que, en muchos casos, desaparece la exigencia de medios violentos (por ejemplo, las falsedades 
documentales) y cuya potencialidad lesiva respecto del bien jurídico protegido no resulta clara58.

2.- Un segundo aspecto a analizar es la referencia que se realiza en el precepto a que los delitos 
cometidos hayan de ser graves. Ello podría servir para acotar parcialmente el ámbito de aplicación 
de los delitos de terrorismo respecto de conductas que, en principio, no conllevan la gravedad exi-
gida por el precepto, atendiendo para ello a las reglas establecidas en los art. 13 y 33 CP. Así, si 
tomamos como referencia las penas establecidas en los delitos comunes respecto del elenco de 
infracciones penales incluidas como posibles delitos de terrorismo, pudiéramos determinar que 
gran parte de ellas queden al margen de poder ser calificadas como tales al no responder a los tér-
minos de gravedad previstos en los mencionados arts. 13 y 33 CP. Por ejemplo, un delito de lesiones 
del tipo básico (art. 147.1 CP) implicaría una pena de prisión de tres meses a tres años, quedando 
su marco penal por debajo de los cinco años exigidos para calificar el delito como grave; lo mismo 
podría predicarse de los delitos contra la integridad moral (art. 173.1 CP) sancionados con una pena 
de seis meses a dos años, intrusismo informático (art. 197 bis y ter) con pena de seis meses a dos 
años, delito de hurto (art. 234 CP) (incluso cualificado del art. 235 CP) cuya pena alcanzaría los tres 
años como máximo, robo con fuerza en las cosas (art. 238 y 240 CP) con pena de prisión de uno a 
tres años, etc. Sin embargo, la realidad no es tal, dado que, como se indica expresamente en el Auto 
del Tribunal Supremo de 29 de febrero de 2024 (Causa especial 21248/2023) en su Fundamento 
de Derecho Tercero la pena a tener en consideración para aplicar la gravedad establecida en los 
arts. 13 y 33 CP no es la relativa al delito común sino la prevista en el art. 573 bis CP que conlleva una 
elevada agravación de las mismas afirmando que «los delitos comunes tienen una penalidad distinta 
a los terroristas. Y debe partirse de la penalidad del delito terrorista para calificar el delito como grave 
o no». En consecuencia, esa pena de prisión de tres meses a tres años prevista en el art. 147.1 CP 
que configura el delito como menos grave y, en principio, al margen de los delitos de terrorismo, en 
realidad debe computarse ex art. 573 bis CP con una pena de prisión de 10 a 15 años. Y este argu-
mento del Tribunal Supremo, consideramos que constituye un planteamiento incoherente: es un 
delito de terrorismo si se trata de un delito grave (y, obviamente, concurre alguna de las finalidades 
previstas), pero para determinar la existencia de esa gravedad se recurre a la penalidad de los deli-
tos terroristas; es decir, en palabras de Llobet Angli59, «el acto es grave porque la pena terrorista es 
grave y, por ello, es terrorista». Es evidente que nos encontramos ante un supuesto de autorrefencia 
empleado por el Tribunal Supremo que resulta erróneo tal como expone magistralmente Fernández 

57	 Sobre la inclusión de los desórdenes públicos y el delito de rebelión entre los delitos terroristas cuando 
se comentan por una multitud cuyo número, organización y propósito sean idóneos para afectar grave-
mente el orden público, o porten instrumentos peligrosos o realicen actos de pillaje, Cfr. Molina Alvarez, 
«Algunas consideraciones críticas sobre la regulación de los desórdenes públicos terroristas introducidos 
por la LO 2/2015», en Libro Homenaje al Profesor Diego Manuel Luzón Peña con motivo de sus 70.º 
aniversario, De Vicente Remesal (dir.), vol. II, Reus, Madrid 2020, pp. 1771 y ss.

58	 En similar sentido, Aviles Hernández, El terrorismo y su marco regulatorio actual, cit., pp. 323 y 324.
59	 Llobet Angli, «Tsunami Democràtic: ¿Terrorismo?», cit., p. 5.
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Hernández60 «el art. 573 CP considera delito de terrorismo la comisión de cualquier delito grave contra 
determinados bienes jurídicos. Tales delitos, que han de ser graves para poder tener cabida en el art. 
573 CP, reciben una pena agravada, en el art. 573 bis CP, una vez que son considerados terrorismo, 
precisamente porque son cometidos con una determinada finalidad. Finalidad en la que el legislador 
sustenta el plus de desvalor jurídico que comporta el incremento punitivo que el art. 573 bis refleja. Si 
se acude a la pena que este último artículo prevé para los delitos comunes, todas ellas, como señala 
el TS, en efecto graves, se está convirtiendo en presupuesto lo que en realidad es consecuencia, invir-
tiendo así el orden de los factores». La consecuencia de la interpretación realizada por el Tribunal 
Supremo es clara e inmediata, todas las conductas descritas en los arts. 573 y ss. CP son delito de 
terrorismo por cuanto respecto de todas ellas se prevé en esos mismos preceptos una pena grave, y 
no entendemos que ello sea lo que se deriva del tenor literal del precepto.

3. Es preciso que con los comportamientos realizados se persigan determinadas finalidades que 
se encuentran enumeradas en el propio art. 573 y que suponen una incontenible ampliación tanto 
en número como en naturaleza y ámbito de aplicación. Y sigue constituyendo el elemento central 
diferenciador respecto del resto de delitos y, obviamente, respecto del resto de supuestos de crimi-
nalidad organizada. El problema se deriva, entonces, del hecho de que la ampliación de finalidades 
y de interpretación de las mismas, expande la posible calificación como terrorismo a conductas que, 
al menos en nuestra opinión no guardan relación con el mismo.

II. El elemento teleológico en los delitos de terrorismo

Tal como se ha ido señalando, el elemento teleológico sigue manteniendo la naturaleza de núcleo 
central delimitador de los delitos de terrorismo respecto del resto de infracciones delictivas, y se 
recoge en una serie de finalidades expresamente previstas y que en cada una de las reformas se van 
incrementando61 ; de este modo, en el art. 573. 1 CP se recogen las siguientes: «1.ª Subvertir el orden 
constitucional, o suprimir o desestabilizar gravemente el funcionamiento de las instituciones políticas o 
de las estructuras económicas o sociales del Estado, u obligar a los poderes públicos a realizar un acto o 
a abstenerse de hacerlo. 2.ª Alterar la paz pública. 3.ª Desestabilizar gravemente el funcionamiento de 
una organización internacional. 4.ª Provocar un estado de terror en la población o en una parte de ella». 

Algunas de ellas (subvertir el orden constitucional y/o alterar la paz pública) han formado parte 
tradicionalmente del concepto de terrorismo, pero se han incluido otras nuevas que determinan la 
necesidad de un análisis de las mismas en un intento de identificar la posible afección respecto de 
los derechos y libertades fundamentales que pudieran implicar. Tal como señala Fernández Hernán-
dez62 «se pueden diferenciar dos clases de delitos de terrorismo: delitos comunes que son elevados a 
la categoría de delito de terrorismo cuando se cometen con una determinada finalidad (contenidos 
en los apartados 1 y 2 del art. 573) y delitos de naturaleza específicamente terrorista que no tienen 
equivalente fuera de dicho fenómeno delincuencial (arts. 574 a 579)», pero todas ellas presididas 
justamente por la concurrencia de una de las finalidades específicamente contempladas en el texto 

60	 Fernández Hernández, «¿Terrorismo amnistiable?», cit., p. 66.
61	 Perez Cepeda, El pacto antiyihadista: criminalización de la radicalización, Tirant lo Blanch, Valencia, 

2017, p. 294.
62	 Fernández Hernández, «¿Terrorismo amnistiable?», cit., p. 35.
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penal. Es decir, el plus de desvalor jurídico que justifica la tipificación expresa de los delitos de terro-
rismo no es otro que el elemento teleológico63.

Ahora bien, lo cierto es que tampoco existe acuerdo doctrinal en relación con la interpretación 
de este elemento teleológico. Así, algunos autores consideran que existe una doble dimensión en 
el elemento teleológico64: una de carácter inmediato e instrumental en tanto que la acción llevada a 
cabo no es un fin en sí mismo, sino un medio para lograr un propósito diferente que se traduce en la 
intención de provocar en la sociedad un miedo o terror extremos; y otra de carácter mediato y final 
que viene conformada por los distintos motivos o finalidades para conseguir los cuales se causa el 
terror65. Sin embargo, González Cussac/Fernández Hernández66 plantean una triple finalidad: «la inme-
diata, relativa al concreto delito cometido, que sirve como mecanismo de actuación. Una segunda 
que revista un carácter mediato, consistente en el ánimo de quebrar las bases sobre las que se asienta 
el sistema político instituido, para una vez conseguido eso, lograr el fin ulteriormente perseguido, en 
atención al cual se realizan todas las actuaciones previas. Esta finalidad perseguida, que constituye 
la tercera de las clases diferenciadas, puede revestir una naturaleza política, o últimamente incluso 
religiosa y, como ya se ha dicho, carece a efectos de punición de relevancia típica».

Como puede apreciarse, no resulta clara la configuración de este elemento subjetivo presente en 
los delitos de terrorismo, y que, por otra parte, permite la diferencia en base a la regulación actual 
con los delitos comunes. Precisamente por ello, consideramos necesario una breve referencia a 
cada una de estas finalidades plasmadas en el texto legal.

1. Subvertir el orden constitucional, o suprimir o 
desestabilizar gravemente el funcionamiento de las 

instituciones políticas o de las estructuras económicas 
o sociales del Estado, u obligar a los poderes públicos 

a realizar un acto o a abstenerse de hacerlo

Nos encontramos ante una de las finalidades que ha supuesto una mayor ampliación del concepto de 
terrorismo al recoger distintos supuestos, dado que, si bien es cierto que el primer de ellos es uno de los 
tradicionalmente previstos para los delitos de terrorismo, el resto implica la inclusión de comportamien-
tos y actuaciones que ab initio no guardan directa relación con el fenómeno que se está analizando.

a)	 Subvertir el orden constitucional, se trata de un concepto que ya fue definido por la Exposi-
ción de Motivos de la L.O. 2/1998, de 15 de junio donde se estableció que esta finalidad signi-

63	 Señala Fernández Hernández, «¿Terrorismo amnistiable?», cit., p. 38 que «un modo de delimitar qué se 
entiende por delito de terrorismo pasa por la precisión del elemento subjetivo con el que deben come-
terse determinados delitos comunes».

64	 Vid, por todos, Aviles Hernández, El terrorismo y su marco regulatorio actual, cit., pp. 325 y 326. 
65	 Sostiene Terradillos Basoco, «Fundamentos político-criminales de las actuales estrategias antiterroristas», 

en Estudios de derecho penal: homenaje al Profesor Santiago Mir Puig, Silva Sánchez/Mir Puig (eds.), 
BdeF, Buenos Aires-montevideo, 2017, p. 1156 que «el elemento teleológico integra un objetivo-medio, 
crear terror, y un objetivo-fin: sustituir un marco político por otro».

66	 González Cussac/Fernandez Hernandez, «Sobre el concepto jurídico penal de terrorismo», cit., pp. 46 y 47
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fica «la destrucción violenta o por medios ilegítimos del Estado y de sus instituciones». Así, 
el término subvertir implica alterar, cambiar o modificar algo desde su base mediante medios 
ilegítimos, mientras que la segunda parte de la finalidad, el orden constitucional, debe enten-
derse en nuestra opinión como el «sistema sobre el que se asienta nuestra forma de vivir y 
convivir y las instituciones que lo hacen posible»67. Dicho de otro modo, podría entenderse 
como todo intento de alterar el orden establecido, produciendo una modificación del sistema 
político empleando medios idóneos para producir terror, miedo o alarma en la población68.

b)	 Suprimir o desestabilizar gravemente el funcionamiento de las instituciones políticas o de las 
estructuras económicas o sociales del Estado. Se trata de una de las nuevas finalidades incor-
poradas tras la reforma de 2015, y que se plasma de forma totalmente indefinida recurriendo a 
conceptos jurídicos indeterminados e indeterminables que vulnerarían los principios de taxa-
tividad de las normas penales69 e inducirían una clara inseguridad jurídica para los ciudadanos, 
en tanto que no contarían con criterios suficientes y adecuados para discernir como podría 
ser interpretado el ejercicio de su derechos fundamentales por los órganos judiciales si como 
delitos de terrorismo, como delitos comunes o efectivamente considerar que se trata del ejer-
cicio legítimo de sus derechos70. De este modo, la redacción que se realiza de esta concreta 
finalidad desborda, en nuestra opinión, el ámbito de los delitos de terrorismo, pudiendo abar-
car cualquier otro tipo de opciones y manifestaciones políticas, como pudiera ser «las deci-
siones o líneas de actuación implementadas por el gobierno, o que el objetivo perseguido 
es la protección del correcto funcionamiento de los poderes públicos»71. Por ejemplo, no se 
aclara si es preciso que se inutilice por completo la institución o estructura, o si es suficiente 
con un bloqueo parcial de la misma que perturbe gravemente su normal desarrollo. Sobre esta 
base, podría considerarse que trata de suprimir o desestabilizar el funcionamiento de las ins-
tituciones públicas o las estructuras económicas o sociales, una reivindicación que conllevara 
la entrada violenta en algún tipo de institución pública (invadir un pleno de un Ayuntamiento, 
por ejemplo) impidiendo con ello su normal desarrollo, o bien llevar a cabo el ejercicio del 
derecho de huelga con protestas violentas por la calle bloqueando el acceso al Congreso 
de los Diputados mediante desórdenes públicos, o provocar daños en las estructuras econó-
micas inhabilitando los accesos a un puerto, etc.; obviamente no se están suprimiendo estas 
estructuras señaladas, pero podría entenderse que se desestabilizan gravemente Y la conse-
cuencia de ello sería inmediata, si durante la realización de este tipo de comportamientos se 
produce algún resultado lesivo, por ejemplo, contra los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
Estado, o daños al patrimonio público, o simples desórdenes públicos llevados a cabo con tal 
finalidad, sería perfectamente factible calificarlos de delitos de terrorismo (y de hecho, como 
se expondrá, ya se ha hecho). 

67	 López López, Problemas fundamentales de los delitos de terrorismo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2023, p. 189.
68	 Núñez Castaño, Los delitos de colaboración con organizaciones y grupos terroristas, cit., p. 119; Asua 

Batarrita, «Concepto jurídico de terrorismo», cit., p. 82.
69	 Capita Remezal, «Una nueva reforma de la legislación antiterrorista (en el trigésimo aniversario de la pu-

blicación del libro "Tratamiento jurídico del terrorismo" de la Prof. Dra. Carmen Lamarca)», en La Ley, 
3589/2016, p. 7.

70	 Señala López López, Problemas fundamentales de los delitos de terrorismo, cit., p. 200 que la doctrina 
coincide en «destacar la indeterminación y confusión inherente a todos los conceptos analizados y la 
expansión que su introducción produce en los delitos de terrorismo».

71	 López López, ibidem.
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c)	 Similares conclusiones se plantean respecto de la finalidad consistente en obligar a los pode-
res públicos a realizar un acto o a abstenerse de hacerlo, abarcaría o podría abarcar cualquier 
acto administrativo, político, de mero trámite o funcionamiento, burocrático y de cualquier 
poder público72. En primer lugar, puede apreciarse una clara relación con los delitos contra la 
libertad que permite a algunos autores «equiparar esta finalidad con una coacción específica 
dirigida a los órganos de poder, concretamente a los poderes constitutivos del Estado»73, 
implicando que cualquier tipo de comportamiento que ocasione lesiones, daños o desórde-
nes y que conlleve la finalidad de doblegar la voluntad del Estado u organismo del mismo, 
podría considerarse delito de terrorismo. Así, de igual modo que en el caso anterior, la entrada 
en un pleno municipal a fin de impedir que se adopte un acuerdo que los ciudadanos consi-
deran lesivo para sus intereses, como una instalación de vertidos nucleares internacional o 
un depósito de municiones militar o unas instalaciones deportivas de alto rendimiento que 
implique la destrucción de su flora y fauna, o impedir la realización de un desahucio mediante 
comportamientos violentos, o bien bloquear estructuras básicas como carreteras, puertos o 
aeropuertos a fin de conseguir la puesta en libertad de presos, o la reclamación de cualquier 
otro interés, etc. , responderían a lo exigido por el tipo penal74.

Es evidente que la redacción que el legislador de 2015 ha utilizado para enumerar estas finalida-
des permite considerar como delitos de terrorismo comportamientos que, en esencia, no son sino 
legítimas protestas o reclamaciones ciudadanas frente al poder público y cuyos excesos o infraccio-
nes solo pueden ser considerados delitos comunes.

2. Alteración grave de la paz pública

Este segundo inciso del art. 573.1 CP recoge la tradicional «alteración grave de la paz pública», ya 
definida y precisada por el Tribunal Constitucional en su Sentencia 199/1987 como «una situación 
de alarma o inseguridad social, como consecuencia del carácter sistemático, reiterado y muy frecuen-
temente indiscriminado de esta actividad delictiva, idónea para atemorizar a la población, con tal 
intensidad que pueda considerarse que se impide el normal ejercicio de los derechos fundamentales 
propios y la ordinaria y habitual convivencia ciudadana, lo que constituye uno de los presupuestos del 
orden político y de la paz social». 

De este modo, la paz pública podría enfocarse desde dos perspectivas75: una acepción subjetiva 
y otra de carácter político. La primera de ella goza de un mayor apoyo doctrinal tomando como 
núcleo central el normal funcionamiento de la sociedad en el ámbito público atendiendo a las condi-

72	 Capital Remezal, ibídem.
73	 López López, Problemas fundamentales de los delitos de terrorismo, cit., p. 202 quien continua afirmando 

que «se refiere a una especie de chantaje al Estado, en el que a través de la violencia se pretende 
ejercer presión para que quien ostenta el poder modifique su política, ya sea implementando una de-
terminada posición o abandonando la que juzgaba adecuada». 

74	 Otros supuestos plantean Asua Batarrita, «Concepto jurídico de terrorismo», cit., p. 67; Cancio Melia/Diaz 
López, ¿Discurso de odio y/o discurso terrorista? Música, guiñoles y redes sociales frente al artículo 578 
del Código Penal, Aranzadi, 2019, p. 151

75	 Sandoval, El delito de rebelión. Bien jurídico y conducta típica, Tirant lo Blanch, Valencia 2013, pp. 201 y ss.
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ciones básicas y esenciales para una correcta convivencia en el seno de la misma76. Y así, la alteración 
grave exigida por la finalidad consistiría esencialmente en alterar las condiciones básicas y necesa-
rias para la convivencia ciudadana e impedir o dificultar gravemente la seguridad en el ejercicio de 
los derechos y libertades sin miedo a consecuencias lesivas para los bienes jurídicos de los ciudada-
nos77, y creando con ello un clima de hostigamiento, inquietud y amenaza, que podría extenderse a 
la población en general. 

La segunda de las opciones determina que el concepto de paz pública tenga un contenido 
político que se aplicaría exclusivamente a los delitos de terrorismo en el sentido de acercarlo a un 
concreto propósito como sería subvertir el orden constitucional; así, la alteración de la paz pública 
implicaría actuar con una exclusiva finalidad política (que podría ser legítima) pero empleando para 
ello medios ilegítimos y violentos. El problema de este planteamiento es que al fijarse en exclusiva 
en la existencia de una finalidad política podría determinar que la consecución de cualquier tipo de 
finalidad política mediante fuerza o medios violentos se transformara automáticamente en delito de 
terrorismo, incluso sin incorporar el clásico elemento del terror. Por ejemplo, unas protestas que 
desembocan en desórdenes públicos exigiendo la no aplicación de una concreta resolución judicial 
(Tsunami Democràtic), que, en nuestra opinión, aunque volveremos sobre el tema en el siguiente 
apartado, no deberían poderse considerar en esencia como delitos de terrorismo por las conse-
cuencias indeseables que ello podría acarrear78.

 Resulta de interés en este punto la definición de Cancio Melia, quien considera que las dos «fina-
lidades clásicas» (esto es, subvertir el orden constitucional y alterar gravemente la paz pública) se 
encuentra directamente conectadas exigiendo la concurrencia de ambas para poder apreciar deli-
tos de terrorismo en tanto que la desestabilización (o subversión) de un sistema político sólo se 
podría conseguir a través del miedo, la inquietud o la intranquilidad (alteración)79. Volvemos, de 
nuevo, a recurrir a la idea de «terror» que tradicionalmente se ha unido con la idea del terrorismo, de 
los terroristas y de sus acciones.

3. Desestabilizar gravemente el funcionamiento 
de una organización internacional

Esta tercera finalidad se introdujo por la reforma de 2015 sobre la base de las Decisiones Marco 
2002/475/JAI y 2008/919/JAI de lucha contra el terrorismo, sin que en ninguna de ellas se proceda 
a concretar el concepto de organización internacional ni el alcance de la conducta que se pretender 

76	 López López, Problemas fundamentales de los delitos de terrorismo, cit., p. 209.
77	 Asua Batarrita, «Concepto jurídico de terrorismo», cit., p. 79; Nuñez Castaño, Los delitos de colaboración 

con organizaciones y grupos terroristas, cit., p. 121.
78	 Así señala Fernández Hernández, «La reforma penal de 2015 en materia de terrorismo: el ocaso de los prin-

cipios limitadores del ius puniendi», en Protección jurídica del orden público, la paz pública y la segu-
ridad ciudadana, Cuerda Arnau/García Amado (dirs.), Tirant lo Blanch, Valencia, 2016, p. 137 que a fin 
de evitar esta expansión y confusión debe interpretarse que alterar la paz pública sea la finalidad que se 
persigue y no el efecto o resultado que se logra.

79	 Cancio Melia/Diaz López, ¿Discurso de odio y/o discurso terrorista?, cit., pp. 151 y ss.; Gómez Martín, «No-
tas para un concepto funcional de terrorismo», en Terrorismo y Estado de Derecho, Serrano Piedecasas/
Demetrio Crespo (dir,), Iustel, 2010, p. 29
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incluir. Ello lleva a que nuestro legislador tampoco aclare estos aspectos en el Código penal lo que 
complica su delimitación y establecer si se refiere sólo a las organizaciones sometidas al Derecho 
Internacional Público o también quedan incluidas las organizaciones internacionales privadas80. 

De hecho se ha considerado mayoritariamente como una finalidad política que se equipara a 
la desestabilización grave de un Estado81 y, justamente por ello, entiende, a nuestro modo de ver 
de manera correcta, Fernández Hernández82 que no era necesaria la inclusión de esta finalidad «por 
cuanto los atentados dirigidos contra sus sedes o sus trabajadores que se encuentren en nuestro país 
ya estaba incluido en el supuesto anterior de alteración grave de la paz pública» o incluso en el reco-
gido en el primero de los incisos del art. 573.1 CP.

Razones diversas a la expuesta llevan a López López83 a entender innecesaria la inclusión de esta con-
creta finalidad, en tanto que considera que al equipararse a la desestabilización del Estado sólo debería 
referirse a «organizaciones en cuyo seno se tomen decisiones que afecten al rumbo de la política estatal 
y en concreto, aquellas conformadas por Estados y sujetas de derecho internacional», lo cual supondría 
bien la posibilidad de aplicar otras finalidades o bien la inaplicación efectiva de la misma. 

A todo ello se une un aspecto más. La indefinición a la hora de identificar en qué consiste el fun-
cionamiento que se debe desestabilizar, es decir, si es necesario su paralización de toda la estructura 
o de parte de ella, o es suficiente su retraso en el funcionamiento mismo. Aunque algunos autores84 
se plantean la necesidad de que deba producirse la completa paralización del desarrollo de la acti-
vidad de la organización internacional, lo cierto es que a pesar de que las organizaciones internacio-
nales pueden tener una cierta influencia sobre la política nacional, resulta difícilmente imaginable 
la posibilidad de que tengan el suficiente poder como para imponer o subvertir un determinado 
sistema político, y en el hipotético caso de que así fuera, se podrían reconducir a la tradicional sub-
versión del orden constitucional, sin que fuera necesario la creación de una nueva finalidad85.

4. Provocar un estado de terror en la 
población o en una parte de ella

Respecto de esta cuarta y última finalidad prevista en el art. 573 .1 CP, resulta llamativo su inclu-
sión tras la reforma de 2015 en tanto que ya desde 1994 Naciones Unidas en su Resolución 49/60 
al hablar de terrorismo incluye esta finalidad, permaneciendo casi inmutable en sucesivas Resolu-

80	 Capita Remezal, «Una reforma de la legislación antiterrorista», cit., p. 7.
81	 Vid., por todos, López López, Problemas fundamentales de los delitos de terrorismo, cit., p. 205.
82	 Fernandez Hernández, «La reforma penal de 2015 en materia de terrorismo: el ocaso de los principios limi-

tadores del ius puniendi», cit., pp. 138 y 139. 
83	 López López, Problemas fundamentales de los delitos de terrorismo, cit., p. 206.
84	 En este sentido, señala Sánchez-Moraleda Vilches, «Atentados yihadistas y nueva configuración de los deli-

tos de terrorismo», Diario La Ley, n.º 8932, Sección Doctrina, 2 de Marzo de 2017, La Ley 2122/2017, p. 
6/13, que en su opinión resulta preciso que la finalidad de desestabilizar a la organización internacional, 
«se interprete vinculada a la consistente en quebrantar el sistema político, pues en otro caso se casti-
garían como delitos terroristas hechos que carecen del desvalor específico que es propio de las figuras 
de terrorismo». López López, Problemas fundamentales de los delitos de terrorismo, cit., p. 207.

85	 Pérez Cepeda, El pacto antiyihadista: criminalización de la radicalización, cit., pp. 317 y 318.
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ciones hasta la Resolución 2178 de 24 de septiembre de 2014 donde se procedió a una ampliación 
exponencial del concepto de terrorismo y se incluyeron conductas que son una mera anticipación 
consumativa de actos preparatorios. Realmente, como se ha indicado con anterioridad, a nuestro 
juicio el provocar terror es uno de los elementos esenciales que debería definir el concepto de terro-
rismo86, y, en consecuencia, no es que se trate de una específica finalidad, sino que debe presidir 
el ánimo de todas las conductas consideradas terroristas al amparo de cualquier otra de las finalida-
des87. De hecho, consideramos que el terror no deviene exclusivamente del concreto acto violento 
(terrorista en principio), sino que se deriva de la sensación de inseguridad y miedo respecto a la 
posible repetición del mismo y sus consecuencias. Dicho de otro modo, el terror de ETA, GRAPO, 
Al Quaeda o Estado Islámico procede tanto del miedo que provocan las acciones y atentados rea-
lizados como la inseguridad instaurada en el sentimiento de la sociedad de su posible repetición 
en cualquier momento y sin muchas posibilidades de control y evitación. Señala López López88 que 
provocar un estado de terror en la sociedad o en parte de ella «debe traducirse en la propagación de 
un estado de amenaza tal que coarte el desarrollo normal de la vida de los ciudadanos afectados por 
este y tenga además cierta permanencia en el tiempo».

Los cuestionamientos que pueden realizarse respecto de esta concreta finalidad introducida en 
2015 son varios. En primer lugar, el hecho de que la alusión al estado de terror exista desde 1994 
y no haya parecido necesaria su inclusión expresa hasta la reforma mencionada, refrenda, en nues-
tra opinión el convencimiento de que este estado de terror constituía tradicionalmente uno de los 
ejes fundamentales del concepto de terrorismo. A ello se une un segundo problema, si, como se ha 
indicado, se trata de una finalidad referida a un sentimiento o sensación concreta de la sociedad o 
del conjunto de ciudadanos, en esencia tendría un carácter netamente subjetivo muy complicado 
de delimitar, concretar e identificar. Y, por último, y quizás el más relevante a nuestro juicio en tanto 
redundaría en una injustificable expansión del concepto de terrorismo, vendría determinado por el 
hecho de que su expresa inclusión en el último apartado del art. 573.1 CP podría llevarnos a interpre-
tar que esa provocación de terror no resulta necesaria respecto de las restantes finalidades. Desde 
esta perspectiva, por ejemplo, los graves desórdenes públicos producidos en EE. UU. por las muer-
tes de dos personas raza negra a manos de las fuerzas de orden público (o, como veremos, cualquier 
otro tipo de desórdenes públicos), podrían llegar a calificarse como terrorismo en España en tanto 
que es evidente que alteraron la paz pública llegando a paralizar y desestabilizar gravemente el fun-
cionamiento de las instituciones y de las estructuras económicas y sociales. No parece que ello fuera 
lo más adecuado.

86	 Es, además éste, como se ha indicado previamente, el planteamiento mayoritariamente aceptado por la 
doctrina, Cfr. Cancio Melia, «El concepto jurídico penal de terrorismo», cit., p. 111; Gómez Martin, «Notas 
para un concepto funcional de terrorismo», cit, pp. 59 y ss.; Gil Gil, «La expansión de los delitos de terro-
rismo en España», cit., pp. 114 y 115; Asua Batarrita, «Concepto jurídico de terrorismo», cit., pp. 41 y ss.; 
Campo Moreno, Represión penal del terrorismo, cit., p. 25; Fernández Hernández, «¿Terrorismo amnistia-
ble?», cit., p. 20

87	 Señala a este respecto, López López, Problemas fundamentales de los delitos de terrorismo, cit., pp. 217 y 
218 que el terror constituye «la raíz etimológica de la propia palabra terrorismo», Vid, concretamente 
nota al pie 499.

88	 López López, Problemas fundamentales de los delitos de terrorismo, cit., p. 219.
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III. Algunas consecuencias de la configuración de los 

delitos de terrorismo. El caso Tsunami Democràtic

De todo lo que se ha planteado hasta el momento se hace presente una idea central, que la evo-
lución legislativa en materia de terrorismo no ha ido precisamente encaminada a la delimitación del 
concepto del mismo, sino que en realidad provoca «una expansión de la definición que no hace sino 
debilitar progresivamente los elementos definidores —que limitan al ius puniendi— hasta diluirse en 
la total vaguedad»89. En definitiva, con la actual regulación en materia de terrorismo ni es precisa la 
existencia de un claro elemento estructural (organización o grupo terrorista), ni la existencia de vio-
lencia indiscriminada que cause terror, ni tampoco «un elemento teleológico de dolo específico»90.

Desde esta base, resulta innegable que el Código Penal actualmente considera como delito de 
terrorismo tanto delitos graves específicamente mencionados en el art. 573 CP, como una serie de 
conductas con cuestionable potencialidad lesiva que se dispersan a lo largo del Capítulo siempre 
que respondan a las finalidades expuestas, y en este punto, resulta irrelevante la lesividad del hecho, 
la intencionalidad del autor o el propio resultado material. La consecuencia es innegable: no sólo 
el riesgo, sino ya la realidad de la ampliación desmesurada de los comportamientos que puedan 
concebirse como delitos de terrorismo. Aspecto que ya puso de relieve Muñoz Conde91 que «con 
esta definición se puede convertir en delito de terrorismo, con las graves consecuencias penales que 
ello conlleva, prácticamente cualquier delito grave que se cometa con alguna de las finalidades, pero 
también algunos delitos menos graves, cuando por ejemplo se trata de un daño a un equipo infor-
mático, tipificado en el art. 264, como la introducción de virus que altere o haga inaccesible datos 
informáticos ajenos si se hace con el fin de desestabilizar el funcionamiento de una institución inter-
nacional como el Fondo Monetario Internacional como protesta por su abusiva política crediticia con 
los países mas pobres (…) pueden incluir muchos supuestos que nada tienen que ver con el terrorismo, 
sino con movimientos sociales de protesta, incluso cometidos individualmente por miembros radica-
les de dichos grupos, como puede ser el arrojar piedras contra miembros de las Fuerzas de Seguridad, 
(…), participar en desórdenes públicos portando un instrumento peligroso (un ladrillo, por ejemplo; 
art. 557.3)».

Esta última afirmación nos lleva a concluir que son incontables los ámbitos en los que este nuevo 
y expansivo concepto de terrorismo tendría incidencia. Efectivamente, al desaparecer tras la LO 
2/2015 de la redacción típica los tres elementos fundamentales de la concepción tradicional de 
terrorismo: violencia o medios violentos, estructura y finalidad encaminada esencialmente a la pro-
ducción de terror o intimidación masiva de los ciudadanos92, se facilita con ello la posibilidad de 
este tipo de interpretaciones y de la expansión del fenómeno de terrorismo a ámbitos que nada 
tienen que ver con el mismo ni con la finalidad tradicional que está en la base de su concepto, es 
decir, causar terror; así, por ejemplo sería el caso de las discrepancias ideológicas con el gobierno 
de turno o bien las protestas por determinados tipos de acciones que puedan tener incidencias en 
la actuación de los poderes públicos.

89	 Aviles Hernández, El terrorismo y su marco regulatorio actual, cit., p. 334. 
90	 Aviles Hernández, ibidem.
91	 Muñoz Conde, Derecho Penal, Parte especial, 25.ª ed., Tirant lo Blanch, Valencia, 2023, p. 905.
92	 Cancio Melia, «El concepto jurídico penal de terrorismo», cit., p. 123.
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Son diversos los supuestos que implicarían la posibilidad de configurar como delitos de terro-
rismo comportamientos que en nada guardan relación con los mismos y que han sido expuestos por 
diversos autores93. Pero, quizás el caso más paradigmático de los últimos tiempos viene constituido 
por la respuesta judicial en el caso de Tsunami Democràtic, que junto con otros delitos como el de 
sedición94, se imputaron diversos delitos de terrorismo, esencialmente basados en la comisión de 
desórdenes públicos95. De forma muy breve haremos referencia a las diversas consecuencias que, 
en relación con este caso en concreto se han derivado e, incluso, podrían derivarse de la actual 
definición del terrorismo.

Como punto de partida en relación con los acontecimientos que serán objeto de análisis en el 
presente trabajo se encuentra la Sentencia del Tribunal Supremo n.º 459/2019, de 14 de octubre 
que condenó a diversos políticos y activistas implicados en las acciones realizadas durante el pro-
ceso independentista de Cataluña de 2017 a graves penas por delitos de sedición, malversación, 
etc. Ese mismo día, una multitud de personas coordinadas por Tsunami Democràtic, realizaron diver-
sas protestas con un alto grado de violencia y corte de carreteras y de infraestructuras básicas como 
el Aeropuerto del Prat de Barcelona96, provocando incidentes en los que algunos miembros de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado resultaron con algunas lesiones e incluso se produjo el 
fallecimiento de un ciudadano francés a consecuencia de un infarto sufrido en medio de los aconte-
cimientos; todo ello con la finalidad de que el Estado pusiera en libertad a los miembros del Govern 
de Cataluña que fueron condenados, entre otros delitos, por sedición. 

Según el Auto del Juzgado Central de Instrucción n.º 6 de la Audiencia Nacional de 21 de noviem-
bre de 202397 Tsunami Democràtic nació «como una iniciativa de movilización social en respuesta 
de la publicación de la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo núm. 459/2019, de 14 
de octubre de 2019 (en la causa especial 20907/2019)»; de modo similar, la Fiscalía del Tribunal 
Supremo, en su escrito de solicitud de instrucción de 22 de febrero de 2024 contra Puigdemont y 
Wagensberg98 sostiene que Tsunami Democràtic constituyó «una organización estructurada, jerar-
quizada y con vocación de permanencia, dirigida por varias personas con roles diversos que extendía 
su ámbito de actuación en parcelas determinadas y con otras personas a su cargo, cuya finalidad 
esencial era subvertir el orden constitucional, desestabilizar económica y políticamente el Estado y 

93	 Cancio Melia, «El concepto jurídico penal de terrorismo», cit., p. 130.
94	 Vid. Javato Martin, «Rebelión y terrorismo. A propósito de las acciones de Tsunami Democràtic y los CDR 

vinculadas al Proces», cit., pp. 397 y ss.
95	 Núñez Castaño, «Lineamientos de la regulación jurídico penal del terrorismo», cit., pp. 380 y ss.; Llobet An-

gli, «Tsunami Democràtic: ¿Terrorismo?», cit., pp. 3 y ss.; Fernández Hernández, «¿Terrorismo amnistiable?», 
pp. 56 y ss.

96	 Según se indica en los hechos probados del ATS de 29 de febrero de 2024 (RJ\2024\72868), mediante 
billetes de avión falsos consiguieron bloquear las entradas y salidas perturbando el acceso de los usuarios, 
las tripulaciones y consiguientemente el tráfico aéreo. Igualmente se aisló la torre de control, se intentó el 
bloqueo del Aeropuerto de Madrid y de las autopistas AP7 y AP8 en la frontera con Francia. 

97	 https://static1.ara.cat/ara/public/content/file/original/2023/1121/11/2023-11-21-exposicion-razona-
da-tsunami-democratic-pdf.pdf , ult. consult. 15 de marzo de 2026. 

98	 Fiscalía del Tribunal Supremo, Causa Especial n.º 312/1248/2023. Aunque esta definición ya previamen-
te se incluyó en el Autor del Juzgado Central de Instrucción n.º 6 de 21 de noviembre de 2023, p. 22.
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alterar gravemente el orden público mediante la movilización social masiva»99. Sobre estos plantea-
mientos mencionados se posibilitaba la calificación como delitos de terrorismo.

Obviamente, es innegable y así lo ha puesto de relieve un importante sector doctrinal100, que 
atendiendo a la regulación actual de los delitos de terrorismo tras las reformas llevadas a cabo por 
las LLOO 2/2015, 1/2019 y 114/2022 esencialmente, resulta perfectamente posible la calificación 
como terrorismo de los hechos que se han descrito, y así se lleva a cabo tanto por el mencionado 
escrito de solicitud de instrucción de la Fiscalía del Tribunal Supremo como por el Auto del Tribunal 
Supremo de 29 de febrero de 2024 con un exhaustivo desarrollo del fundamento de esta conside-
ración esencialmente en su Fundamento de Derecho Cuarto. La ampliación del concepto de terro-
rismo que se ha expuesto a lo largo de todo este trabajo principalmente derivada de la incontrolable 
expansión que se ha producido en relación con su elemento teleológico permiten afirmar, como 
así ha sido, que los hechos llevados a cabo por Tsunami Democràtic, eran constitutivos de diver-
sos delitos graves considerados como terrorismo, entre otros, desórdenes públicos, lesiones, etc. Y 
resulta posible, en nuestra opinión, porque al margen de desdibujarse los contornos del terrorismo, 
la regulación que se ha adoptado y que se ha desarrollado en el presente trabajo, también permite 
algo mucho más grave: que se desdibuje el que hemos indicado como su elemento central y nuclear, 
esto es, el terror. En definitiva, que ya no resulte preciso demostrar que la finalidad perseguida o 
incluso el efecto producido sea el de provocar terror en la población. 

Señala González Collantes101 que, en relación con este caso concreto y su calificación como terro-
rismo, «no podemos descartar que pueda llegar a entenderse cometido, porque el nuevo concepto 
de terrorismo recogido en la Ley penal, criticable y criticado por su excesiva amplitud e imprecisión, 
así lo permite, y porque se constata la existencia de una creciente y preocupante tendencia en la 
Audiencia Nacional a rastrear entre los tipos de terrorismo y a estirarlo como si fuesen de goma».

Lo cierto es que en relación con el caso de Tsunami Democràtic ni la finalidad era esa, sino otra 
radicalmente diversa como la protesta contra la Sentencia del Proces y probablemente la reclama-
ción de la independencia de Cataluña, ni el efecto que se provocó tampoco fue ese; es decir, no 
existió terror en la población ni en la ciudadanía por los hechos acontecidos, ni hubo pretensión 
de ocasionarlo. Ciertamente pudieron concurrir otros sentimientos diversos como rechazo, enfado, 
reproche incluso solicitando la intervención penal, pero en modo alguno puede afirmarse que exis-
tiera terror. No es, al menos en nuestra opinión, en absoluto comparable con las acciones terroris-
tas de Estado Islámico o incluso de ETA o GRAPO102. Y no lo es precisamente por el elemento del 
que pretende prescindirse con esta nueva regulación: causar terror, esa es la principal finalidad que 

99	 Llobet Angli, «Tsunami Democràtic: ¿Terrorismo?», cit., pp. 3.
100	 Núñez Castaño, «La sociedad del miedo y el discurso terrorista. Algunas consideraciones sobre el delito de 

difusión de mensajes o consignas terroristas», en Revista Penal, n.º 49, 2022, p. 89; Javato Martin, «Rebe-
lión y terrorismo. A propósito de las acciones de Tsunami Democràtic y los CDR vinculadas al Proces», cit., 
p. 424; López López, Problemas fundamentales de los delitos de terrorismo, cit., pp. 182 y ss., entre otros

101	 González Collantes, «El poder punitivo ante el ejercicio, los excesos y la desnaturalización del derecho 
de reunión y manifestación (a propósito de las acciones de Tsunami Democratic», en Revista General de 
Derecho Penal, n.º 33, Iustel, 2020, p. 6.

102	 Llobet Angli, «Tsunami Democràtic: ¿Terrorismo?», cit., p. 7 afirma categóricamente que «no considero 
necesario un estudio empírico para saber qué le parece más grave, en términos de dañosidad mate-
rial, a los miembros de una sociedad, si Tsunami Democràtic o, en cambio, ETA».
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busca el terrorismo. Dicho de otro modo, lo que diferencian las reclamaciones legítimas (por ej., la 
solicitud de independencia de un territorio) de las ilegítimas (esa misma reclamación) es la forma 
de hacerlas. La primera puede llevarse a cabo mediante reclamaciones, manifestaciones, protestas, 
incluso cuando terminen con graves altercados (que podrían constituir desórdenes públicos comu-
nes) pero cuya finalidad es simplemente esa: la reclamación que consideran justa. Las segundas, las 
ilegítimas, no sólo consisten en el empleo de violencia para realizarlas sino en que esa violencia sirva 
para atemorizar a la sociedad y a sus gobernantes para que cedan a las reclamaciones, el terrorismo 
en esencia.

Por ello, aunque pudiera ser posible como ha hecho el Tribunal Supremo, considerar estas accio-
nes de Tsunami Democràtic como delitos de terrorismo en tanto en cuanto pudiera entenderse que 
se realizaron con la intención de alterar gravemente la paz pública y, de hecho, resultó alterada, en 
nuestra opinión son muchas las razones que determinan un planteamiento contrario. En primer lugar, 
porque supondría una innegable vulneración del principio de proporcionalidad al equipararlo con 
delitos mucho más graves y con un mayor impacto en la sociedad103. En segundo lugar, porque res-
ponden a realidades criminológicas claramente diferentes, con diversa dañosidad social y distinta 
finalidad. El terrorismo pretende lograr sus reclamaciones mediante la violencia y el terror, mientras 
que las protestas y los desórdenes públicos (incluso con violencia) lo que pretenden es llamar la 
atención sobre una determinada problemática social104. Pero es que, además, implicaría una clara 
inseguridad jurídica en tanto que al considerar estas protestas y manifestaciones como delitos de 
terrorismo, «el ciudadano no puede saber con antelación en qué tipo se subsumirá su conducta»105, si 
en desórdenes públicos comunes o en terrorismo.

Sin embargo, si hay una razón de peso que debiera determinar que no debieran considerarse 
delitos de terrorismo es, como señala Fernández Hernández106 al considerar, como se ha sostenido 
a lo largo de todo este trabajo que «los delitos de terrorismo en general, y los tipificados en el art. 
573 CP en particular, requieren una interpretación estricta y restrictiva», y ello podría determinar 
que entendido ampliamente el art. 573 CP no deje ámbito de aplicación a los desórdenes públicos 
comunes del art. 557 dado que «cualquier desorden público de relevancia habría de ser considerado 
terrorismo, por cuanto cualquier desorden público de relevancia, no sólo es susceptible de alterar 
gravemente la paz pública, sino que en la gran mayoría de las ocasiones ese es, precisamente, su 
propósito»107. Ello conduce, nuevamente a la necesidad de centrar el núcleo que debiera determinar 
la calificación de las conductas como terrorismo, y que no es otro, en nuestra opinión, que tratar de 
subvertir el orden constitucional a través de la provocación de terror. De este modo, ausente el ele-
mento del terror, bien como finalidad perseguida por los autores, bien como efecto producido, las 
conductas deberían quedar al margen de la posible calificación como delitos de terrorismo, lo que 
hubiera debido aplicarse, a nuestro juicio, en el caso de Tsunami Democràtic.

103	 Llobet Angli, «Tsunami Democràtic: ¿Terrorismo?», cit., pp. 9 y 10
104	 Javato Martín, «Estado de Derecho, reformas penales y delitos contra el orden público», en Núñez Casta-

ño/García Arroyo (dirs.) / Rodríguez Molina (coord.), Reformas penales y Estado de Derecho, Valencia, 
Tirant lo Blanch, 2024, pp. 538-539. 

105	 Llobet Angli, «Tsunami Democràtic: ¿Terrorismo?», cit., p. 14.
106	 Fernández Hernández, «¿Terrorismo amnistiable?», pp. 57 y ss.
107	 Fernández Hernández, «¿Terrorismo amnistiable?», p. 58.
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De todo lo expuesto hasta el momento surge una idea central y evidente, la ampliación expuesta 
del concepto de terrorismo provoca consecuencias absolutamente indeseadas desde la perspec-
tiva de un Estado de Derecho, no sólo adelanta las barreras de intervención penal, sino que permite 
considerar como delitos de terrorismo comportamientos que, salvo en lo relativo a la alteración de 
la paz pública, en nada guardan relación con auténticas acciones terroristas. Efectivamente, si lo que 
permitía restringir el concepto de terrorismo y afirmar la producción de un delito de terrorismo era la 
presencia de varios elementos esenciales como los medios violentos, la existencia de una estructura 
u organización criminal que al menos diera apoyo o cobertura al sujeto que actúa, y unas concretas 
finalidades o elemento subjetivo del injusto, que necesariamente debían constatarse para poder 
calificar la conducta como terrorista y que debían ir encaminadas a la producción de un clima de 
terror, la reforma de 2015 ha hecho saltar por los aires esta configuración, optando por una estruc-
tura en la que difícilmente se podrá diferenciar las conductas claramente terroristas, de aquellas que 
no lo son. Y si grave resulta este planteamiento respecto de aquellos comportamientos que exigen 
la producción de acciones violentas, como los desórdenes públicos o los daños, se convierten en 
absolutamente injustificables cuando se refieren a conductas que consisten en la expresión de opi-
niones, expresiones, pensamientos o ideas que pudiendo apoyar o amparar indirectamente actos 
de terrorismo o a sus autores, no son sino el ejercicio de la libertad de expresión, de manera que 
su sanción podría implicar la consideración como terrorismo de los que no es sino mera discrepan-
cia ideológica. Sería el caso, por ejemplo, de la difusión de mensajes terroristas, concretamente en 
relación con el art. 579 del CP mediante el cual se criminaliza la realización de una serie de compor-
tamientos que podrían equipararse a una provocación o a una suerte de apología de los delitos de 
terrorismo, que parecen requerir un elemento incitador que implique una idoneidad de influir en 
otros, pero sin que se trate de una incitación directa a la comisión de delito de terrorismo de modo 
que se configuraría como una especie de provocación o apología menor108. Por tanto, este precepto 
sanciona tanto aquellos actos de incitación comunicados o transmitidos públicamente que estén 
directamente dirigidos a conseguir que sus receptores cometan un delito terrorista, como aque-
llos otros que, llevados a cabo también públicamente sean objetivamente idóneos para producir tal 
resultado, aun cuando no soliciten de forma expresa su realización109.

Es en este punto donde surge la duda, ¿se trataría de conductas idóneas y adecuadas para deter-
minar a otras personas a llevar a cabo un delito concreto, o bien estamos ante un caso en que las 
meras incitaciones o llamadas genéricas a la realización de determinado tipo de acciones se con-
vierte en delito pudiendo incluso sancionarse meras conductas de adhesión ideológicas110. Justo 
esta cuestión implica la imposibilidad de identificar de manera clara y concreta el tipo de mensajes 
y el contenido que deba entenderse como objeto material de éste delito, dejándolo a criterio del 
órgano judicial de instancia que decidirá si estamos o no ante un supuesto de terrorismo, recurriendo 

108	 García Albero, Comentarios al Código Penal español tomo II (arts. 234 a DF 7.ª), Quintero Olivares (di-
rect.), 7.ª ed., Aranzadi, Pamplona, 2016, p. 1940; Núñez Castaño, «Lineamientos de la regulación jurídico 
penal del terrorismo», cit., p. 383 quien señala que en el caso de tratarse de incitación directa a la comi-
sión de un delito concreto, debería remitirse por expresa disposición legal al apartado tercero del art. 
579 CP; Aguerri, «Del «terrorista» al «radical»: los delitos de subjetividad en el Código Penal español», en 
Revista Crítica Penal y Poder, n.º 13, Octubre 2017, p. 158.

109	 Galan Muñoz, «Unión Europea y represión penal del discurso terrorista. ¿Origen, excusa o posible referen-
te restrictivo?», en Estudios jurídicos en memoria de la Profesora Doctora Elena Górriz Royo, González 
Cussac (direct.), Tiran lo Blanch, Valencia, 2020, p. 368.

110	 Cuerda Arnau, en Derecho Penal, Parte especial, González Cussac (coord.), 6.º ed., Valencia, 2019, p. 823. 
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para ello entre otras cosas a que la incitación sea a la realización de algún acto que conlleve alguna 
de las finalidades previstas en el art. 573 CP, por ejemplo, obligar a los poderes públicos a realizar 
un acto o abstenerse de hacerlo, o llevar a cabo protestas y actuaciones que provoquen desórdenes 
públicos y alteración de la paz pública. 

A ello se une un problema más, como sería la determinación de quién o quiénes responderán por 
esos mensajes difundidos en una red social: sólo quien los crea, quienes los comparten y contribu-
yen a difundirlo, pero sin haber intervenido en su creación, quienes expresen su adhesión o quienes 
los lean y realicen algún comentario al mismo111. En definitiva, es posible que mensajes o consignas 
con coincidencia ideológica con acciones o finalidades previstas como delitos de terrorismo en los 
Art. 573 y ss. CP pasen a convertirse en un delito tipificado en el Art. 579 del mismo texto legal, sin 
que resulte claramente establecido quienes responderían por el mismo. Así señala Galán Muñoz112 
que con ello el Derecho penal podrá «castigar a quien difunda de forma pública (…) una consigna o 
un mensaje que simplemente resulte objetivamente adecuado, desde un punto de vista ex ante, para 
generar la idea en quienes lo reciban de cometer un delito terrorista y lo distribuya cuando menos 
conociendo y teniendo consciencia de tal cualidad del mensaje, por más que lo haga sin intención 
alguna de conseguir dicho efecto», de manera que se podría atribuir este delito a quienes, sin perse-
guir la finalidad exigida en el tipo penal y sin dolo de incitar a la realización de un delito terrorista, son 
conscientes de la idoneidad del mensaje que emiten para provocar tal reacción.

Para finalizar este trabajo, retomemos nuevamente el caso de Tsunami Democràtic que, como se 
ha expuesto, está siendo enjuiciado como diversos supuestos de delitos graves considerados como 
delitos de terrorismo (desórdenes públicos, atentados, lesiones, etc.) por la realización de protestas 
violentas, bloqueo de infraestructuras, cortes de carreteras, etc. sobre la base de que la finalidad de 
estas acciones respondía a las finalidades previstas en el Código penal respecto de los delitos de 
terrorismo. Entendido esto, podría producirse otra consecuencia en relación con estos hechos, cual 
es que la convocatoria mediante mensajes o consignas en redes sociales para acudir a estos actos 
y realizar estas acciones constituiría un delito del art. 579 CP tanto respecto de aquellas personas 
directamente relacionadas con Tsunami Democràtic que las crearon y emitieron, pero también res-
pecto de todos aquellos que las difundieron o compartieron. Y ello porque si las acciones que se 
pretenden realizar de protestas y cortes violentos de infraestructuras y carreteras con la finalidad de 
que el Estado realice un determinado acto, poner en libertad a los miembros del Govern de Cata-
luña, constituyen delitos de terrorismo, obviamente la difusión pública de mensajes o consignas que 
convoquen a otras personas a acudir a las referidas acciones de protestas, constituyen un acto comu-
nicativo de incitación idónea a la realización de un delito de terrorismo. 

En nuestra opinión, el análisis realizado en este último epígrafe pone de relieve la injustificable e 
insostenible expansión que implica el concepto de terrorismo que se encuentra en nuestro ordena-
miento jurídico tras las reformas de 2015 y 2019, y que junto con la ampliación del elemento teleo-
lógico, tal como hemos analizado, y la difuminación de elementos centrales del mismo, como la 
exigencia respecto de todas las finalidades de provocar terror en la población, implica que se pueda 
perseguir como delitos de terrorismo hechos que en nada guardan relación con el mismo, ni en su 

111	 Nuñez Castaño, «Lineamientos de la regulación jurídico penal del terrorismo», cit., p. 384.
112	 Galán Muñoz, «El delito de enaltecimiento terrorista», cit., p. 254; Bernal del Castillo, «El enaltecimiento 

del terrorismo y la humillación de sus víctimas como formas del discurso del odio», en Revista de Derecho 
Penal y Criminología, n.º 16, 2016, p. 40.
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propia naturaleza ni en su estructura, como es el caso que se ha expuesto relativo a Tsunami Demo-
cràtic y que podría implicar que se criminalizara la discrepancia no sólo la manifestada mediante 
comportamientos con alteración y violencia como pueden ser las protestas o desórdenes públicos, 
sino la mera discrepancia ideológica o la emisión de mensajes que puedan inducir a participar en las 
referidas protestas.

Precisamente por ello, sostiene González Collantes113 que resulta absolutamente necesario «rei-
vindicar la necesidad de volver al concepto nuclear de terrorismo, como violencia política organizada 
que persigue y es idónea para instaurar el terror y la intimidación masiva de la ciudadanía en el marco 
del conflicto con el Estado, para mirar el núcleo del Estado constitucional». Y efectivamente, como 
conclusión de lo que se ha expuesto a lo largo de todo este trabajo, el elemento nuclear definitorio y 
delimitador de las conductas terroristas debe ser el propósito de provocar terror o intimidación en la 
sociedad. En el caso de Tsunami Democràtic pueden identificarse muchos propósitos y finalidades, 
unas más legítimas que otras, pero lo que, en nuestra opinión resulta difícilmente sostenible es que 
entre ellas se encuentre la de provocar terror, que ni se persiguió, ni se produjo.
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